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PRESIDE: Señor Representante Carmelo Vidalín. 


MIEMBROS: Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera, Luis Puig, y 
Martín Tierno. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Oscar Groba y Jorge Pozzi. 


ASISTEN: Señores Representantes Walter De León, Jorge Gandini, y Dionisio Vivian. 


INVITADOS: Por la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de la Compañía del Gas, señores 
Alejandro Acosta, Presidente; Miguel Vela, Pablo Sequeira, Walter Suárez, Miguel 
Calcagno y Mario Carrero, por la Comisión Directiva. 


Por AFMITSS, señores Pablo Cabrera, Presidente COFE; Luis Bazzano, Secretario 
Asuntos Gremiales; Jorge Terevinto, Alejandro Machado, Sebastián Comesaña y señora 


María Llugain, por la Comisión Directiva, y doctora Iris Fregossi, asesora. 


Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señores Eduardo Brenta, Ministro; Luis 


Romero, Director General de Trabajo; doctor Juan Andrés Roballo, Inspector General de 
Trabajo y Seguridad Social; y doctora Alejandra Varela, Directora General de Secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de 
la Compañía del Gas, integrada por los señores Alejandro Acosta, Presidente; Miguel Vela; Pablo Sequeira; 
Walter Suárez; Miguel Calcagno, y Mario Carrero. 


SEÑOR ACOSTA.- Agradecemos a la Comisión que nos reciba, y pedimos disculpas por la demora, 
pero se nos atrasó una reunión prevista con los asesores de la Dirección Nacional de Energía para 
conversar sobre los temas que hoy nos ocupan. 


Nuestra intención es tratar de abordar una situación que se viene arrastrando desde hace varios años y que en 
estos últimos meses en particular, sobre fines de marzo tuvo un emergente público especial en función de 
informaciones que nos trasmitían de primera mano las autoridades de Petrobras en Uruguay, a través del 
señor Varela Presidente del Grupo Petrobras en Uruguay, y que luego nos confirmara el Presidente de la 
empresa, señor José Gabrielli que estaba en Uruguay en el marco de su participación en la actividad de 
ARPEL y que horas antes se había entrevistado con el señor Presidente de la República, José Mujica, que, sin 
duda, nos preocuparon muchísimo. 


Decimos que esta situación se viene arrastrando desde hace varios años porque, como es de público 
conocimiento, la situación de la Compañía del Gas luego de la privatización ha sido cada vez más compleja y 
difícil desde el punto de vista económico y financiero, de su gestión, de los trabajadores y de los puestos de 
trabajo. 


Quizás el único elemento de avance positivo en todo esto desde el punto de vista de los bienes de la empresa 
fue que al momento en que Petrobras asume la conducción de la Compañía del Gas y sustituye a Gaz de 
France, se da la razón a los trabajadores y se sustituye la red de hierro fundido por la cual poco más del 40% 
del gas que se compraba en Argentina se fugaba al aire. Eso implicaba pérdidas mensuales millonarias en 
dólares para la empresa, aunque durante muchos años, Gaz de France dijo que eso era mentira de los 
trabajadores porque queríamos afectar la gestión de la empresa privada. Cuando Petrobras asume esa 
realidad, aborda el cambio de toda la red de hierro fundido y hoy contamos con una red totalmente renovada. 
Si bien podemos tener algunas diferencias en cuanto al método que se usó, se ha renovado la red. Esa 
situación era casi inevitable para Petrobras. Inclusive, el primer Gerente General de Montevideo Gas a cargo 
de Petrobras nos dijo que no entendía cómo se había mantenido durante tantos años esa situación ya que, por 
motivos netamente económicos, era raro que la empresa anterior no hubiera abordado ese problema. 


Nosotros recordamos que en 1994 el último año de la gestión pública la empresa no tenía deudas y que con 
sus propios fondos invirtió US$ 1:000.000 para comprar una planta de GLP aire a fin de repontenciar el gas 
manufacturado y dar más presión y más volumen a toda la red. Eso fue algo que heredó Gaz de France sin 
invertir un peso. Teníamos 476 trabajadores y unos cuarenta y cinco mil usuarios. No teníamos Departamento 
de Ventas; no era necesario porque la gente pedía el suministro de gas por cañería sin tener a nadie que 
saliera a venderlo especialmente, como sucede hoy. La empresa estaba saneada. Sin embargo, si dieciséis 
años después que es el tiempo que lleva de gestión este servicio público a cargo de un privado pretendemos 
hacer un balance, vemos que hay una deuda de US$ 55:000.000 y una depreciación patrimonial de 

US$ 28:000.000. Todos estos datos son oficiales y fueron vertidos reitero por el Presidente del grupo 
Petrobras, José Gabrielli. 


En la banca de plaza tenemos una calificación de riesgo de nivel 3, por lo que Petrobras no accede más que a 
créditos a corto plazo y con altas tasas de interés y, además, tiene una deuda con el Estado por dos años de 
canon. Cabe recordar que el canon que se establece en el contrato de concesión es muy bajo, precisamente 
porque uno de los elementos que se manejaron en su momento fue que la empresa que viniera a gestionar la 
Compañía del Gas necesitaría buenas condiciones. Inclusive, el contrato establece exenciones financieras a la 


importación de materiales y demás porque había que pasar la empresa a manos de un privado para llegar a 
tener una red por todo Montevideo, ochenta mil usuarios, con una tarifa de gas más barata. Estas eran 
palabras del último Presidente de la Compañía del Gas. En función de todas esas facilidades se suponía que 
la gestión sería otra. 


Según el balance de hoy, se deben US$ 2:000.000 al Estado por concepto de canon no pagado. Inclusive, hay 
un predio, el del Gasómetro N* 6, que ya no se está usando más como tal y debe ser traspasado al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, pero este no lo acepta porque se deben $ 40.000 de Contribución 
Inmobiliaria. 


El otro día recordábamos que en el llamado a régimen de Comisión General promovido por el Senador 
Fernández Huidobro en el año 2005, todos los sectores políticos reconocían que no se había logrado llegar al 
motivo de esta concesión. Inclusive, el señor Diputado Trobo dijo explícitamente que había sido un fracaso 
total. Hoy seguimos en la misma situación y seguimos teniendo cuarenta y cinco mil usuarios, a pesar de los 
esfuerzos que supuestamente se realizan que no son tales para conseguir más. 


También tenemos una situación muy complicada desde el punto de vista del suministro de gas. Este es otro 
de los elementos respecto a los que los trabajadores, lamentablemente, teníamos razón. En los años noventa 
decíamos que conectarse únicamente a Argentina como suministrador de gas era un error porque no era 
sustentable en el mediano plazo. Compañeros trabajadores del gas de Argentina e, inclusive, una ex autoridad 
del Gobierno de Raúl Alfonsín, Gustavo Callejas, hoy integrante de la Fundación Arturo Illia nos decían que 
Argentina no tenía reservas suficientes como para sostener una exportación a Chile y a Uruguay; se pensaba 
que nosotros oficiáramos de tránsito hacia Brasil, y en el mediano plazo tendríamos los problemas que 
tenemos hoy. Actualmente tenemos problemas todos los inviernos. En Argentina, sobre todo en el cinturón de 
Buenos Aires, hay un déficit diario de millones de metros cúbicos de gas. Esto hace que se restrinja a los 
grandes consumidores. Inclusive, en muchos lugares hay problemas para llegar con el gas, que a veces tiene 
una presión tan baja que los equipos no se pueden encender. 


En lo que respecta a nosotros, los contratos interrumpibles se cortan, pero desde el año pasado, en el ámbito 
de la Dirección Nacional de Energía ha surgido una preocupación, porque la situación de déficit es tan 
extrema que en algún invierno puede llegar a afectar el suministro de gas a los usuarios residenciales. Ante 
esto surge en el horizonte la posibilidad de la planta regasificadora, que nos daría independencia en el 
suministro y volúmenes suficientes como para expandir el sector, aunque, lamentablemente, es algo que se ha 
ido dilatando en este emprendimiento binacional con Argentina. Cada vez se extiende más el plazo y, por 
tanto, también los inviernos que vamos a estar con la misma situación. 


José Gabrielli nos dijo que ahora Petrobras estaba dispuesto a capitalizar la empresa en más de 

US$ 20:000.000, pero que no podía ser un barril sin fondo, es decir que no está dispuesta a estar poniendo 
plata todos los años. Montevideo Gas es inviable en el mediano plazo sin asistencia exterior, por lo que nos 
preguntamos qué pasaría si quiebra definitivamente. ¿Qué pasa con el sector si la única empresa de porte de 
distribución de gas por cañería no existe más? ¿De qué nos va a servir la regasificadora? ¿Cómo hacemos 
para seguir suministrando a cuarenta y cinco mil usuarios residenciales, industriales, comerciales, hospitales, 
sanatorios? 


Entonces, en función de toda esta situación, hemos venido trabajando en el cambio de gestión de la empresa. 
Este sindicato, luego de los reintegros de los dirigentes sindicales despedidos entre ellos, el compañero Luis 
Puig, ha venido intentando cambiar la gestión de la empresa. Si ustedes analizaran lo que pasaba en el verano 
de 2005, cuando en secciones enteras no se trabajaba porque no había nada para hacer la empresa no 
apostaba a desarrollar ningún servicio para el usuario, y lo que sucede hoy, verían que se ha producido un 
cambio, que nosotros hemos impulsado. De todos modos, entendemos que la situación de la empresa ha 
llegado a un límite y que no hay posibilidades de abordar las necesidades del país de los usuarios y de los 
trabajadores sin la intervención del Estado. Petrobras también lo reclama. En esto somos bien sinceros y 
claros: seguramente Petrobras quiere que este sindicato sea una punta de lanza en lo que no puede plantear 
obligar al Estado a sumarse a esta empresa, pero en malas condiciones para este, pero nosotros no queremos 
eso: no queremos que los uruguayos paguen los platos rotos. 


El problema es que hay una situación bien clara. Hay dos alternativas: o la empresa subsiste, o se termina. 
Nosotros, por supuesto, estamos preocupados por los puestos de trabajo, pero también lo estamos por la 
situación general del país en torno a este tema. 


Estamos convencidos de que el Estado va a ingresar a la empresa porque no da para más. Quizás pueda 
hacerlo estableciendo mejores condiciones para que la asociación con Petrobras sea beneficiosa para todos, a 
fin de que no ocurra lo que pasa en Conecta, en donde, producto de las malas negociaciones, se tiene el 45% 
del capital, se aporta dinero, pero no hay mayor decisión en la gestión principal; Conecta tiene solo tres mil 
usuarios. En esa intervención quizás el Estado pueda renegociar todo el paquete y, quizás, fusionar las 
empresas y tener una sola distribuidora, ya que no tiene sentido la división que existe entre Montevideo y el 
interior del país. Pero también existe la posibilidad de que el Estado entre como bombero, poniendo el dinero 
que sea y asumiendo los platos rotos porque no se puede hacer otra cosa. Nosotros no queremos la segunda 
posibilidad porque deseamos que los uruguayos tengan una herramienta clara; creemos que es posible hacerlo 
y hemos venido pujando por esto desde hace mucho tiempo. 


¿Planteamos la reestatización absoluta? No, porque no hay condiciones para ello, si bien no escondemos que 
sería nuestro objetivo a largo plazo. Lo que nosotros planteamos es que el Estado haga un acuerdo, 
intervenga la empresa y tenga posibilidades de decidir a fin de contar con alguien que vele por los intereses 
de los uruguayos, ya que el sindicato del gas solo no puede. Tampoco estamos planteando quedar afuera de la 
responsabilidad. 


En algunas reuniones que mantuvimos con las autoridades de Montevideo Gas se nos consultó acerca de si 
estábamos dispuestos a integrar el Directorio para ser parte responsable, y nosotros dijimos que sí. Durante 
más de veinte años tuvimos un representante de los trabajadores electo en forma democrática, por voto 
secreto en el Directorio de la empresa. Es de destacar que la última ley que votó el Parlamento, antes del 
golpe de Estado, declara la intervención de la vieja Compañía del Gas e integra al Directorio de esa manera. 
Por lo tanto, nosotros estamos dispuestos a seguir poniendo el hombro, asumiendo la responsabilidad que sea. 
Si, por ejemplo, hay que comprar acciones, veremos la manera de hacerlo, pero seremos 100% responsables 
de esta situación. 


Por otra parte, el 5 de mayo después les va a llegar la invitación formal realizaremos en el Parlamento una 
actividad pública, y queremos contar con la participación de todos los actores y autoridades públicas que 
entienden en este tema para analizar qué pasa con la empresa y con el gas natural y saber si hay voluntades 
políticas para sumarse a la iniciativa de que el Estado intervenga en la empresa. 


Nosotros estamos aquí porque entendemos que todas las autoridades tienen que ver con todo esto; creemos 
que la situación amerita que todos nos pongamos a trabajar porque, en caso contrario estamos convencidos de 
ello puede peligrar el futuro de la empresa y llegar el momento en que explote una situación que salpique a 
todos los actores políticos. Debemos tener en cuenta que la concesión de la compañía se otorgó con 
determinados fines; nosotros no estuvimos de acuerdo, pero esos fines ni siquiera se cumplieron, y hoy 
estamos en una situación que públicamente aparece como muy comprometida. 


Esa es nuestra intención primaria y es lo que venimos a plantear: que todos nos pondremos a trabajar para 
mejorar esta situación. 


SEÑOR SUÁREZ.- A dieciséis años de la concesión y teniendo en cuenta todos los elementos que 
manejó el compañero Acosta, nosotros consideramos que es el momento de revisarla, con tiempo. Digo 
esto porque no queremos encontrarnos nuevamente con algunas realidades que está viviendo el 
Uruguay. Me refiero, por ejemplo, a la situación de Metzen y Sena, que tenía una planta nueva y un 
gas bastante competitivo se lo compraba a ANCAP, pero hoy está cerrada y los trabajadores siguen 
esperando una solución, que a esta altura sería casi mágica. 


Nosotros no queremos encontrarnos con esa realidad y creo que todavía estamos a tiempo de no llegar a ese 
punto. No hay que olvidar que esta empresa recauda US$ 36:000.000 al año este es el número que plantea 
Petrobras y que las cañerías están completamente nuevas. 


Nosotros planteamos que el Gobierno debe intervenir en la empresa; queremos que participe y que controle 
lo que está sucediendo. Todos sabemos que si esta empresa se va la prestación de este servicio volverá al 
Estado, ya que lo que hay es una concesión, de la cual restan catorce años. Por lo tanto, nosotros 
consideramos no somos quién para decirles a ustedes lo que tienen que hacer que este es el momento de 
revisar no solo la situación financiera, sino también el plan de gestión de la empresa, y nos gustaría 
acompañar este proceso como sindicato. Por supuesto, estamos obligados a pelearla, pero es de destacar que 


algunos trabajadores están dispuestos a ayudar técnicamente. Por lo tanto, quedamos a las órdenes de esta 
Comisión. 


SEÑOR VELA.- Quisiera enfatizar algo que para este sindicato y para todos es muy importante: la 
defensa de la fuente de trabajo. Este sindicato, en los planteos que ha realizado a lo largo de tantos 
años de privatización, ha hablado de las consecuencias que tuvo para los trabajadores un despido 
importante que se produjo hace unos años. Ese despido se llevó a cabo solo por denunciar el 
incumplimiento del contrato y del pliego de condiciones por parte de Gaz de France. Eso nos costó que 
muchos compañeros fueran despedidos y diez años de lucha del sindicato los compañeros fueron 
reintegrados, lo que para nosotros fue algo muy importante, pero se demostró que el sindicato no 
confrontaba por la confrontación en sí, sino que proponía soluciones a los problemas que tenía la 
empresa. 


En aquel momento concurrimos a varios organismos públicos a denunciar que esta empresa no estaba siendo 
controlada, y los años nos dieron la razón. Y no me refiero solo al recambio de la cañería, sino a lo que hoy 
se está gestando dentro de la empresa: los trabajadores hemos recuperado muy poco del trabajo que 
realizábamos anteriormente en la antigua Compañía del Gas. Y nos basamos en algo que para este sindicato 
siempre fue muy importante: el usuario. 


Por lo tanto, nos preguntamos: ¿hasta cuándo los trabajadores vamos a seguir pagando la no comparecencia 
de las autoridades relacionadas con los aspectos financieros y de control? Desde antes de la privatización los 
trabajadores hemos venido padeciendo esta problemática, y hemos perdido muchísimos puestos de trabajo. 


Entonces, los trabajadores vemos este problema con preocupación porque si el Estado no interviene 
rápidamente obviamente, con los estudios que haya que realizar a través de los Ministerios u organismos que 
corresponda nuestra fuente de trabajo peligrará cada día más. Por tal motivo, para nosotros la salida de esta 
situación es de suma importancia. Los señores legisladores pueden apreciar que no se trata de un reclamo 
gremial en cuanto a salario sino de defender nuestra fuente de trabajo y del mantenimiento de cuarenta y 
cinco mil usuarios. 


Lo que queríamos señalar es la preocupación de este gremio en cuanto a mantener su fuente de trabajo y lo 
que tiene que ver con el cambio de la matriz energética para el país, que lo beneficia. 


Como se decía recién, tenemos compañeros calificados, según se refleja de los estudios que se vienen 
realizando a través de tantos años. Por otro lado, consideramos que se pueden lograr mejoras en la empresa si 
hay un cambio en la gestión, por lo que estamos dispuestos a sentarnos en cualquier ámbito para discutir 
estos temas y aportar todo lo que sea necesario. 


SEÑOR PUIG.- En realidad, después de la exposición de los compañeros del sindicato, quiero decir 
que yo soy y me siento parte de este sindicato. Por tanto, comparto los planteamientos, las 
preocupaciones y demás. Al mismo tiempo, me parece que hay que señalar algunas cosas. 


La situación que tiene hoy Montevideo Gas no es un clavel del aire; tiene sus antecedentes en todo un 
proceso de privatización que dejó experiencias realmente negativas para los trabajadores y no solo para ellos. 
Si algo ha caracterizado a este sindicato ha sido el tener una visión global; no solo se ha defendido los 
puestos de trabajo, la libertad sindical y demás sino también el criterio de servicio público. Como decía el 
Presidente del Sindicato, Alejandro Acosta: se defendió una concesión del país, de los usuarios y de los 
trabajadores. 


Me parece que es bueno decir que en ese proceso de privatización se perdió el 50% de los puestos de trabajo, 
o sea, doscientos puestos de trabajo desde el momento en que la empresa quedó en manos del Estado por 
diferentes mecanismos. Todo ello se ha hecho en forma compulsiva: se obligó a mucha gente a entregar su 
puesto de trabajo, además de los despidos realizados. Como esta situación tiene esas raíces, me parece que 
hoy hace mella en la problemática actual. 


Durante el período de privatización no solo se atacó a los trabajadores: también el país sufrió una estafa. Lo 
de Gas de France fue una estafa para el conjunto del país que contó con la complicidad de los Poderes 
públicos: con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cómplice, con el Ministerio de Industria, Energía y 


Minería cómplice, que permitieron llevar adelante esa estafa contra el Estado. Esto no es una declaración 
propagandística; están todos los datos arriba de la mesa. A Gas de France se le da la concesión de la 
Compañía del Gas planteando que en diez años pasaría de cuarenta y cinco mil usuarios a ochenta y cuatro 
mil. Esto está en las actas de ese llamado a Comisión General, en el pliego de licitación y en el compromiso 
asumido. También se había asumido el recambio de cañerías que nunca se cumplió. Todo esto tiene que ver 
con un proceso en el cual el Estado, a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería controla la 
adjudicación a Gas de France y, posteriormente, se traspasa ese contrato a PETROBRAS junto con las 
condiciones en que se debe realizar. 


Hoy estamos ante una situación en la que están amenazadas las fuentes de trabajo y, a su vez, el servicio 
público como tal. 


Los compañeros decían con mucha claridad que no saben muy bien qué es lo que hay detrás de esto. Si en 
realidad hay un intento por parte de la empresa de que los trabajadores jueguen en favor de reclamar una 
participación del Estado en la empresa y, en definitiva, en base a los postulados de esta, eso ya ha sido 
planteado. Pero hoy los trabajadores reclaman otra cosa: que el Estado participe en la empresa, que haga una 
auditoría permanente de esta. Hay que saber a dónde fueron a parar los US$ 20:000.000 que se adjudican al 
recambio de cañerías, porque está claro también que esa renovación fue realizada por una empresa brasileña 
que formó parte de ese proceso de negociación de recambio de cañerías, y a la que se le solicitó que 
participara y tercerizara a otras empresas y demás. 


Por otra parte, sabemos que hay una serie de situaciones en las que está asociada esta problemática como, por 
ejemplo, con la planta de regasificación, algo en lo que el sindicato viene trabajando desde mucho tiempo. 
Además, desde hace años se viene planteando ser parte del sistema de abastecimiento con gas argentino 
cuando se decía que cambiaría la matriz energética, porque ello traería beneficios a todo el país. En 1995 el 
sindicato señaló a partir de un informe técnico realizado por quien fuera asesor del Presidente Alfonsín, señor 
Callejas que Argentina no tenía conocimiento de las reservas de gas para meterse en una situación de 
gasoducto hacia Chile y Uruguay y que, en realidad, había que buscar alternativas a la dependencia 
planteada. Hoy las alternativas están planteadas por la planta de regasificación y demás, pero nos parece que 
es un proceso muy complejo, que seguramente tiene otras complejidades en cuanto al relacionamiento de 
PETROBRAS en la región y el Estado que, en definitiva, exige un control y una participación. Estamos 
hablando de un servicio público y de un área estratégica, como es el tema de la energía. 


Para nosotros sería muy importante, en primer lugar, convocar a la empresa Montevideo Gas y al Presidente 
de PETROBRAS Uruguay, señor Irani Varella que está directamente vinculado, a fin de saber su visión 
respecto al tema. Al mismo tiempo, creemos necesario que se convoquen a las autoridades del Estado. El 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y seguramente ANCAP, deben tener una visión clara sobre esta 
situación y nos gustaría tener la posibilidad de saber qué es lo que se plantea el Gobierno uruguayo, 
administrando al Estado, con relación a las perspectivas. 


Queda claro que acá no se puede dejar jugar sola a una transnacional como PETROBRAS, que muchas veces 
se la asocia como la empresa estatal brasileña y no es así porque tiene un directorio que no es únicamente 
estatal sino que tiene participación privada con muchísimo peso en las decisiones. Entonces, por una cuestión 
natural de control por parte del Estado uruguayo, nos parece que debemos conocer los mecanismos de 
contralor que están desarrollando tanto el Ministerio de Industria, Energía y Minería, ANCAP y también la 
URSEA, mecanismo de contralor que el sindicato viene planteando hace años. Esto que muchas veces se dice 
que los trabajadores solo piensan en el interés particular lo hemos escuchado de los sectores empresariales y 
también de organismos gubernamentales de este período de gobierno, no es así, porque ellos tienen una 
preocupación de carácter general y creo que eso debe ser saludado. 


Si es posible en un breve plazo, me parece que la Comisión debiera convocar en la próxima semana a la 
empresa, Montevideo Gas y, lógicamente, a las autoridades de PETROBRAS en el país a fin de que nos den 
su visión del panorama general y saber cómo ven el futuro con plantas regasificadoras mediante, que se está 
demorando mucho en el tiempo. También nos interesa conocer la opinión del Ministerio, del Estado en 
cuanto a cómo está este proceso. Deberá tenerse en cuenta los recaudos que plantean los trabajadores y el 
antecedente que hay en el país en el sentido de que el Estado entró como florero en una empresa como 
Conecta en la que tiene una participación que solo ha hecho la legitimación de las decisiones que toma 
PETROBRAS, que es el socio mayoritario. Entonces, con esos recaudos y con una participación distinta por 


parte del Estado para fiscalizar y llevar adelante la gestión, además del planteamiento de los trabajadores que 
están dispuestos a asumir la responsabilidad como se hizo durante años en la conducción de la empresa con 
delegados de los trabajadores, tenemos un panorama bastante complejo de la situación, en la que se hace 
necesario por lo menos saber qué es lo que se está pensando en las diferentes áreas. 


Por eso, me animo a sugerir que la Comisión convoque a estos actores si fuera posible para la próxima 
semana para trabajar en este tema, porque me parece que el planteamiento global de los trabajadores es serio 
y merece una contrapartida. 


SEÑOR TIERNO.- Quiero saber si fueron recibidos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o 
por el Ministerio de Industria, Energía y Minería y qué respuestas obtuvieron. 


SEÑOR ACOSTA.- Antes de que se hiciera pública esta situación intentamos trabajar con el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, en particular con la Dirección Nacional de Energía, pero también nos 
reunimos con el señor Ministro. La semana pasada nos reunimos con el señor Ministro Kreimerman y 
con el Director Nacional de Energía y Tecnología Nuclear, doctor Ramón Méndez, quienes plantearon 
y reconocieron que teniendo en cuenta que se trata de un área tan sensible como la energía y que una 
empresa virtualmente tiene el monopolio en la distribución de Montevideo, junto con Conecta, que 
tiene escaso desarrollo, sería necesario analizar qué hará el Estado con este sector. Entonces, podría 
decirse que a nivel ministerial existe cierto consenso en cuanto a que hay que ocuparse de este tema y 
quizás deberíamos trabajar más en las soluciones. En principio, no existiría oposición. 


No debemos olvidar que ANCAP tiene mucho que ver en esto, porque se piensa que, en acuerdo con 
PETROBRAS, podría abordar esta situación. En declaraciones públicas el Presidente de ANCAP afirmó que 
podría existir una posibilidad de que el organismo se incorporara a la empresa, siempre y cuando 
PETROBRAS saneara los números. 


Nos parece que lo mejor sería asumir el compromiso político de que sí va a ser así y en ese plano venimos 
trabajando y apostamos a seguir haciéndolo. Es decir, lograr plazos concretos no es fácil, pero si la única 
condición para que el Estado intervenga en el sector es que PETROBRAS sanee la empresa, sería importante 
que se asumiera el compromiso públicamente. Nosotros trabajamos en esa perspectiva. 


En este sentido, no hay una definición clara para el sindicato, ni la hubo, porque quizás primaba la idea de 
que como PETROBRAS es una empresa muy grande en el concierto regional, pesa mucho políticamente, de 
que el destino principal de nuestras exportaciones es Brasil, etcétera, siempre perderíamos con esta 
asociación. El problema es que si el Estado no interviene, no tiene posibilidades de controlar. El documento 
que repartimos dice claramente que hace casi un año que la empresa distribuye el 16% de sus facturas con 
consumo estimado porque no hay suficientes tomaconsumos. La URSEA controla creemos más que bien a la 
UTE, y le exige, pero qué pasa con este 16% de facturas de consumos estimados. 


Tuvimos que denunciar y llegamos a un acuerdo que nos permitió suspender el conflicto, porque lo de fondo 
sigue planteado que la guardia de emergencia de atención de escape se estaba cubriendo con horas extra. Es 
decir, si un trabajador no quiere o no puede hacer horas extra un día, quién cubre la emergencia. En febrero 
tuvimos un escape de gas de 12.000 metros cúbicos en Isla Gorriti y Defensa; menos mal que fue un 
domingo, pero igual pasaron horas para resolver el problema. El jefe de guardia, ni el gerente de guardia 
pudieron resolverlo, mientras los bomberos esperaban. Estamos hablando de un caño de 250 milímetros el 
compañero Luis Puig sabe de qué hablamos y después podría comentar qué es que es una tromba de gas. Si 
se hubiera prendido fuego ese caño, no sé qué habría ocurrido. 


Los controles están muy bien, pero la empresa va y viene diez veces antes de que venga alguien a poner una 
multa porque no se cumplió con algo. 


Nosotros analizamos la situación desde la urgencia de lo cotidiano, pero quizás los tiempos de los poderes 
públicos sean diferentes. No obstante, creo que ha llegado el momento de actuar juntos. 


No damos lata a nadie ni indicamos culpas, pero creemos que llegó el momento de ponernos a trabajar juntos. 


En resumen, si bien fuimos recibidos por la Dirección Nacional de Energía del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, quizás habría que ponerse de acuerdo, y por eso habría que involucrar a todos los poderes 
públicos, en los tiempos y caminos. 


Insisto en que sería muy importante que el Estado asumiera su voluntad política en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos enormemente la presencia de los compañeros de la Unión 
Autónoma de Obreros y Empleados de la Compañía del Gas. 


Recogemos el planteamiento formulado por el señor Diputado Puig, que compartimos en todo sentido, y por 
eso invitaremos a los responsables de la empresa, como así también al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería para conocer el pensamiento del Gobierno con respecto a este tema. 


También comparto la sugerencia del señor Diputado Puig de invitar al Directorio de ANCAP. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de la Compañía del 
Gas) 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a una delegación del Sindicato de 
Trabajadores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, integrada por la doctora Iris Fregossi, la señora 
María Llugain, y los señores Jorge Terevinto, Alejandro Machado, Pablo Cabrera, Luis Bazzano y Sebastián 
Comesaña, a quien cedemos la palabra. 


SEÑORA FREGOSSI.- Queremos agradecer que nos hayan recibido y decir que recurrimos a ustedes 
porque estamos en medio de un conflicto que para nosotros es grave. En principio, solicitamos la 
intervención de la Comisión de Legislación del Trabajo para mediar en dicho conflicto, que es entre el 
Ministerio de Trabajo y el gremio, porque entendemos que el Ministerio no puede ser juez y parte en la 
situación. 


Entendemos que hay persecución sindical. También es una prioridad el tema de la estabilidad laboral de los 
trabajadores. 


Les hago entrega de unas carpetas con documentación. 


Queremos manifestar nuestra preocupación en cuanto a dónde se está desarrollando y lo que implicaría que el 
conflicto prosiguiera. 


Hoy por hoy, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está planteando no renovar contrato a doce 
trabajadores; hay ciento diez contratados. El argumento es un tema de excedencia y de rendimiento. 


Quiero aclarar que esas ciento diez personas contratadas concursaron dos veces por el mismo puesto, primero 
como pasantes y luego como contrato a término. En la actualidad todos llevan cuatro contratos renovados con 
la Administración. El último fue renovado el 31 de octubre del año pasado. Ninguno de ellos tiene informe 
alguno en el legajo en cuanto a faltas, mala conducta o denuncias. Según la Ley de Presupuesto la idea es 
pasar a todo el contrato a término y esperar hasta las reestructuras al contrato temporal de Derecho Público. 
Una semana antes de que vencieran los contratos, el Ministerio nos comunicó que doce de esos ciento diez 
trabajadores quedarían sin trabajo debido, repito, al rendimiento y a la excedencia en función del aumento de 
la carga horaria. 


Desde diciembre que fue la fecha en que asumimos estamos reivindicando el tema de la reducción salarial en 
el Ministerio. También van a encontrar en la carpeta recibos de sueldo y por qué decimos que es reducción 
salarial. Además no se cumplió con el convenio colectivo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
firmó con COFE para un grupo de trabajadores, en el que se manifiesta la carga horaria. Hoy por hoy, el 
Ministerio entiende que un decreto tiene más fuerza normativa que un convenio colectivo. 


En la carpeta presentada también se incluye una nota realizada en setiembre por el señor Romero, dirigida a 
la sección de Conflictos Individuales, en la cual solicita que se eleve semanalmente la nómina de todas las 
personas que toman medidas sindicales, sean contratados o presupuestados, con la fecha y el horario en que 
se adhieren a la misma. Eso ya se planteó en esta Comisión el año pasado. Nosotros como AFMIT 
entendíamos que eso era la conformación de una lista negra, porque para ello está Recursos Humanos y, 
además, es solo para la sección Conflictos Individuales de Trabajo. En el resto del Ministerio este 
comunicado no está vigente. 


Luego de esto que ocurrió en setiembre del año pasado, el Director de Trabajo volvió a mandar una nota, en 
febrero de este año, solicitando que se elevara a la Dirección antes del 11 de febrero, fecha en la cual AFMIT 
tenía su primera reunión para la renovación de los contratos. En dicha nota figuraba el listado de los 
funcionarios y/o personal contratado que adhirieron y llevaron a cabo las medidas sindicales entre los meses 
de noviembre y diciembre. Es una nota que hace referencia a medidas de noviembre y diciembre, elevada en 
febrero con fecha tope el día de la reunión de AFMIT. 


Nosotros entendemos que esto es persecución. Se está reprimiendo a la gente que toma medidas y quiere 
expresar su disconformidad. 


También solicitamos, como está en la carpeta, la formación de una bipartita. Cuando se nos comunicó que 
quedaban doce trabajadores por fuera dijimos que no sabíamos quiénes habían evaluado, cuáles habían sido 
los criterios, quiénes integraban el tribunal; no sabíamos absolutamente nada y, por ende, queríamos una 
bipartita para integrar y evaluar esos casos o para reevaluar la situación para encontrar una solución. Dijimos 
también que manifestábamos la prioridad de mantener las fuentes de trabajo, pero que nos preocupaba el 
tema de las evaluaciones y cuál era la documentación en la que se basaban. Nos dijeron que era un tema del 
concurso del 2008 también está adjuntado en la carpeta; no es real, no tenemos documentación y no hemos 
podido hacer descargos. 


¿Por qué creemos que se trató de persecución sindical? Llegamos a una negociación. Nos propusieron 
reincorporar a esos doce trabajadores de la siguiente manera: siete serían redistribuidos dentro del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y cinco fuera del mismo. Esos cinco tomaron medidas en noviembre de la 
Dirección Nacional de Trabajo a la cual el Director pide la lista. Entre esos cinco se encuentran el Presidente 
del Sindicato y el suplente del Presidente del Sindicato. ¿Por qué entendemos que es persecución sindical? 
Porque un Presidente de un sindicato no puede dirigir, cumpliendo con sus tareas en otro lugar, y después 
seguir su militancia dentro del Ministerio, porque de esa manera no tiene contacto con la realidad, ya que 
pasa a otro Ministerio con otra realidad diferente y no maneja la misma información que estando adentro. 
Nosotros entendemos que se quiere desmembrar al gremio y la forma es atacar la cabeza porque así pierde 
fuerza. Nos preocupa que sea el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el que esté haciendo eso. 


SEÑOR COMESAÑA.- En primer lugar, queremos agradecer que nos hayan recibido con la 
inmediatez con que lo hicieron, teniendo en cuenta el problema que nos trae. 


Queremos aclarar algunos puntos sobre lo que dice la compañera que pensamos que pueden iluminar el 
asunto. 


En ningún momento planteamos que no se calificara; por el contrario, lo que pedimos fue una calificación 
justa, de la misma manera que se califica a los funcionarios, que el que califique sea el supervisor directo y 
después actúe un tribunal con representación de los trabajadores. Eso se nos negó rotundamente. Hicimos 
averiguaciones con algunos de nuestros supervisores directos quienes manifestaron que ellos nunca 
realizaron ningún tipo de calificación. 


Por otra parte, con anterioridad a este problema, las autoridades del Ministerio habían comprometido su 
palabra en cuanto a la renovación de todos los contratos y nunca se había mencionado nada respecto a dejar 
cesante a ninguna persona faltando una semana para el término de esos contratos. También hemos pedido que 
sabiendo que se puede hacer dentro del Ministerio si se considera que hay personal excedente dentro de la 
DINATRA que se reubique dentro del Ministerio, lo que tampoco aceptaron. 


Queremos dejar bien en claro algo que tal vez no se conozca fuera del Ministerio: ellos hablan de excedencia 
de personal; no obstante, desde que empezaron con este criterio de cesar personas, las audiencias, que se 


venían dando entre quince y veinte días, pasaron a cuarenta y cinco días, y en la sucursal de Belvedere, donde 
antes se atendían treinta y cuatro consultas, como una de las cinco que lo hacían fue sacada de allí, ahora se 
atienden solamente diecisiete. Lo puedo decir con propiedad porque esa persona soy yo. 


Por otra parte, cuando nos dijeron que había personal excedente creíamos que se podía solucionar porque lo 
adjudicamos a un tema de espacio, pero nos manifestaron que no era así. Entonces, si no es un tema de 
espacio, ¿cómo puede haber personal excedente? Se han negado rotundamente a una solución coherente que 
puede consistir, inclusive, en la reubicación del personal o en acomodar el espacio para que se pueda seguir 
trabajando y atendiendo a la gente de la mejor manera posible ya que entendemos que si se deja cesantes a 
los profesionales que se quiere dejar fuera, en realidad, va a bajar el nivel de atención del Ministerio. 


Creemos que este es un problema mucho más global que no se restringe al propio Ministerio ya que para 
muchos de los compañeros que están aquí sería muy difícil en una negociación colectiva pedir a una empresa 
privada que cumpla con la reglamentación y la normativa vigentes respecto a las libertades sindicales y a los 
fueros de los representantes sindicales, si el propio Estado no lo hace y mucho menos si el órgano rector para 
que esto se lleve adelante y se cumpla, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, está tomando este tipo de 
medidas. 


SEÑORA FREGOSSI.- En la carpeta que entregamos hay un promedio de estadísticas de lo que se 
trabaja en audiencias que demuestra que no es un tema de rendimiento. Se podrá decir que esas 
estadísticas las hacemos nosotros y es verdad, pero se puede consultar la información archivada en el 
Ministerio y se puede controlar fehacientemente si los datos son o no reales. Además, las estadísticas 
que se brindan al Parlamento cuando se habla del rendimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social están basadas en las estadísticas individuales que ahora dicen que son hechas por nosotros. Es 
decir que la documentación que el Ministerio brinda como cifras oficiales está basada en nuestras 
estadísticas individuales. 


También hay un sistema informatizado denominado APIA que se encuentra en una etapa experimental por el 
que pasa todo el trabajo. Como está en etapa experimental los números que allí aparecen no son reales porque 
no aparece toda la información necesaria. De manera que no se puede plantear que en ese sistema están los 
números porque no es verdad ya que falta documentación dado que es experimental. 


Reitero que las estadísticas anuales del Ministerio se basan en las estadísticas individuales de los 
trabajadores. 


SEÑOR CABRERA.- En primera instancia COFE está aquí porque el sindicato de base del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social es parte de la Confederación. Hace varios días que venimos negociando 
este conflicto e, inclusive, la delegación del PY-CNT ha buscado una solución. 


Este conflicto tiene dos partes importantes. El proceso de discusión viene de principios del año pasado 
cuando desde la Presidencia de la República se decreta la posibilidad de extender los contratos a término al 
31 de marzo de este año y se genera un espacio de discusión en el que se trató de elaborar la ley presupuestal 
con un contenido que permitiera avanzar en la regularización real de los contratos de las diversas figuras 
extrapresupuestales que teníamos dentro del Estado y, en particular, dentro de la Administración Central. 
Cuando se arriba, a través del artículo 55, a la posibilidad de dar un espacio mayor para discutir una 
transformación que se viene dando en el Estado en cuanto a las nuevas estructuras de los diferentes Incisos, 
nosotros pensamos en discutir a fondo cuáles son, a criterio del Poder Ejecutivo, los objetivos políticos de los 
Incisos y a criterio de los trabajadores, cómo colocar a los trabajadores en ese plan nuevo de transformación 
para que la Administración sea cada vez más efectiva. Así llegamos a mediados de marzo y nos encontramos 
con esta nueva realidad en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y no en otros. En principio, nuestra 
valoración inicial era que el conflicto se instala en defensa de los puestos de trabajo. Teníamos una lista de 
trabajadoras y trabajadores que, según esta nueva visión de transformación, sabíamos que no iban a ser 
recontratados. Entonces, empezamos a discutir con el Ministerio para salvar los puestos de trabajo. A medida 
que avanzó el conflicto se encontraron otros condimentos no menores que constituyen la segunda parte 
fundamental de la discusión: que entre las doce personas que no iban a ser recontratadas estaba, nada más ni 
nada menos, que la Presidenta del Sindicato del Ministerio. Entonces, se comenzaron a presentar soluciones 


alternativas, siempre manejando que la compañera Presidenta se pudiera mantener dentro del Ministerio por 
las razones que se mencionaron anteriormente. 


Estamos aquí porque entendemos que en este conflicto tiene que haber otra visión, que no terminarse en la 
discusión específica que se ha estado dando entre el movimiento sindical y el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Precisamente, como el Ministerio tiene un rol fundamental en virtud de las leyes que se 
han laudado a favor de su participación en la regulación de las relaciones laborales privadas y públicas, hoy 
entendemos que el Parlamento tiene que jugar un papel central en la negociación para salir de este conflicto 
ya que entendemos que hay reglas que no se pueden quebrar. Parece que con el diálogo ya no se encuentra 
una salida. Quizás desde acá puedan ver el problema objetivamente, a fin de marcar al Poder Ejecutivo algún 
camino alternativo para fortalecer las verdaderas relaciones. Muchas veces podemos no estar de acuerdo, 
pero hay cosas básicas que no podemos dejar de ver. En este caso, la Presidenta del sindicato debe 
mantenerse dentro del Ministerio, con las garantías necesarias. 


El problema se dio por las evaluaciones. Como sindicato siempre dijimos que si el funcionario en cuestión no 
es un buen funcionario no puede estar en su función, y eso no lo vamos a pelear. Pero para poder definir si un 
funcionario es bueno, debemos tener garantías a la hora de la evaluación, y esa ha sido una de las grandes 
viejas discusiones que hemos mantenido con la Administración. Al día de hoy, todavía no hemos logrado 
tener un sistema de evaluación que sea realmente objetivo y que dé garantías a todas las partes para tener la 
certeza de que cuando se evalúa a un funcionario sabemos que están dadas todas las condiciones para 
concluir si es bueno o no. Y como algo de lo que está sobre la mesa es, precisamente, la evaluación, es parte 
de lo que queremos rebatir: si tenemos buenos sistemas evaluativos, podemos decir si un funcionario está 
bien en lo que está haciendo. Y, llegado el caso, si el Presidente no fuera un buen funcionario se tendría que 
ir; no lo defenderíamos. Pero en este momento esas condiciones no se dieron y estamos dando pelea para 
defender a la compañera y al resto de los compañeros que siguen sintiendo la inestabilidad ante la no 
definición del contrato. 


SEÑOR BAZZANO.- Voy a decir dos o tres cosas muy breves aun corriendo el riesgo de reiterar 
planteos de los compañeros. 


Insisto en la modalidad de contratación de esos ciento diez funcionarios o funcionarias que estaban 
trabajando en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se trataba de contratos a término, en el marco de 
la Ley_N* 17.556; fueron contratos a término que desaparecieron de acuerdo con lo que se votó en la Ley de 
Presupuesto. Además, pueden ser transformados en contratos temporales de derecho público, como lo 
establece el artículo 55 de dicha Ley de Presupuesto. 


Siempre se nos dijo eso figura en la fundamentación de ese artículo que estos contratos temporales de 
derecho público para los contratos a término eran puente, de transición; eran contratos que permitían que esos 
funcionarios y funcionarias pudieran seguir trabajando hasta que se definieran las estructuras con los puestos 
de trabajo definitivos en cada uno de los organismos. Entonces, planteamos por qué no se cumple con lo que 
se nos dijo era el espíritu del Poder Ejecutivo: transformar los contratos a término en contratos temporales 
hasta que se procesaran las reestructuras. En todos los organismos se ha hecho así; en el único en que no se 
ha hecho así fue en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esto en primer lugar. 


En segundo término, se dice que como consecuencia de la aplicación del Decreto N* 319 del año pasado, hay 
unos cuantos funcionarios que están haciendo un horario mayor y que, por lo tanto, eso genera que haya 
personal excedentario. Sin embargo, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se hicieron en el mes de 
octubre contratos a término que van a ser devenidos en contratos temporales para trabajar en la negociación 
colectiva. Quiere decir que hay funcionarios que hace tres o cuatro años que están en el Ministerio y que 
ahora van a ser cesados, cuando hace cinco o seis meses se estaba tomando personal y se conocía que el tema 
de la extensión horaria era un hecho. 


Por lo tanto, solicitamos que los doce casos de estos contratos a término se redistribuyan dentro del 
Ministerio y que sus contratos se transformen en contratos temporales de derecho público en los mismos 
términos y condiciones. 


Por otra parte, quiero referirme a cómo se confecciona la lista de la gente que va a ser redistribuida. Hablo de 
los cinco casos que, de acuerdo con lo que plantea ahora el Ministerio, estarían yendo a otros organismos 


¿Cómo se seleccionan? ¿Cómo se confecciona la lista? Se hace sobre la base de una evaluación, de una 
calificación. Y nosotros nos preguntamos ya lo dijo la compañera Presidenta del sindicato de qué forma se 
hizo esa evaluación. Se llevó adelante sin ningún tipo de garantías. ¿Qué tribunal hizo la evaluación? ¿Cómo 
se designó ese tribunal? ¿Qué representación de los trabajadores había en ese tribunal? ¿Qué posibilidad de 
hacer los descargos se dio a los compañeros? Ninguna. Todos sabemos que hay normativas en torno al tema 
de las calificaciones, ¿verdad? Por analogía, inclusive, debería aplicarse el Decreto N* 301, que es el que rige 
la calificación de los funcionarios públicos, presupuestados o contratados. Eso no se aplicó en este caso. No 
sabemos quiénes hicieron esa supuesta calificación que para nosotros está plagada de subjetivismo. Por lo 
tanto, más allá de juzgar la intencionalidad, no dudamos en decir que objetivamente se está configurando un 
perjuicio para la organización sindical. Por lo tanto, pedimos que el Ministerio revea esa medida. 


Los compañeros están dispuestos a ser redistribuidos dentro del Ministerio; inclusive, llegado el caso, fuera 
del Ministerio si se nos probara que no hay lugar dentro del Ministerio, pero en los mismos términos y 
condiciones. Por supuesto, la Presidenta del sindicato debe permanecer donde está desarrollando su acción 
gremial. 


Digo esto porque en las negociaciones mencionadas por el compañero Cabrera hemos avanzando algo. Se 
nos planteó que de esos doce cargos, siete serían redistribuidos en el Ministerio y que se les renovaría el 
contrato por dos años, como el resto de los funcionarios. Pero hay cinco abogados de la DINATRA que serían 
redistribuidos en otros Ministerios con contratos de un año solamente, con lo cual ya habría un perjuicio. Si 
además, dentro de esos cinco incluimos a la Presidencia del sindicato, el perjuicio sería mayor. 


Por lo tanto, planteamos que se dé un tratamiento igualitario a los ciento diez contratos a término y que no 
haya consecuencias para la organización sindical. 


SEÑOR ITURRALDE.- De la situación que están narrando los funcionarios del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, acompañados por COFE, tenemos conocimiento hace varios días. Hace por lo 
menos una semana que sabemos cómo se están planteando estos temas, conocemos los antecedentes 
aclaro que yo trabajé unos cuantos años en el Ministerio, conozco las situaciones y mantengo algunos 
contactos y hemos tenido particular cuidado en no entreverar los tantos. Si la semana pasada 
hubiésemos tomado este tema como una bandera para castigar al Gobierno y hubiésemos tratado de 
transformar esto en algo que pudiera significar un rédito político, podría haber resultado interesante 
para quien hubiera querido salir, pero no para solucionar un problema, y hubiésemos entreverado 
mucho la situación. 


Quienes hoy están presentes saben cómo hemos procedido. Inclusive, hemos dialogado con todos los 
compañeros vinculados con esta temática, de nuestro partido y con gente de fuera. Además, el jueves y el 
viernes que fue un día bastante entreverado hablamos con todos los miembros de la Comisión y con el 
suplente del señor Diputado Puig porque él se encontraba de licencia, para hallar una alternativa que 
significara llegar al día de hoy y conversar con el señor Ministro. Vamos a charlar en un rato y creo que es 
importante saber qué nos propone. "Prima facie", en una primera impresión, nos preocupa este tema no solo 
por lo que pueda tener de significativo que esté involucrado el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Todos sabemos que el fuero sindical no protege a nadie en particular; no se protege a la Presidente del 
sindicato ni a los miembros de la directiva. El fuero sindical protege al conjunto de los trabajadores a efectos 
de que haya gente que tenga las garantías para poder decir algunas cosas que a veces cuesta. No voy a 
desarrollar este tema; todos sabemos cómo funciona esto; la gran mayoría de los miembros de la Comisión 
han sido sindicalistas y tienen mucho más experiencia que yo en esta temática. 


Me parece que acá hay una actitud que no es la que corresponde. Yo quiero escuchar al Ministro, a quien 
también conozco desde hace muchos años. Me parece que va a tener cosas importantes para decir, porque a 
mí no me cierra lo que está pasando. 


Asimismo, me parece que esto está enmarcado en algo más global me alegro de la presencia de COFE hoy 
que tiene que ver con qué es lo que está pasando con la negociación colectiva en el Uruguay, que en el 
ámbito de los empleados públicos no está funcionando, salvo en casos muy excepcionales. 


Hay algunas cosas que tenemos que saber. Hace algunos años estuve en un foro en el Edificio Libertad, en el 
que estuvo presente la Presidente de la Comisión de Normas, la señora Cleopatra cuyo apellido no recuerdo, 


en el cual se discutió toda la temática vinculada a cuál es el derecho que se aplica a los funcionarios públicos 
en los casos que no están expresamente previstos. El avance del derecho comparado en el mundo hace que 
cada vez más se aplique a los funcionarios, públicos, soluciones que están previstas para los empleados 
privados. Si bien inicialmente se entendía que el derecho administrativo, un derecho estatutario, era el que 
debía regir la relación, el derecho laboral fue tomando protagonismo dentro de los derechos nacionales de los 
distintos países y en los convenios internacionales, y hoy hay muchas cosas que son aplicables por analogía. 
Esto no viene a modo de cháchara sino que viene a que es muy claro que en este caso se aplica la Ley de 
Fuero Sindical. Y aun no aplicándose, hay una cantidad de situaciones en las que los miembros de la 
directiva, o algunos de ellos, pueden tener licencia sindical. No voy a abundar en cosas que son elementales. 
Según tengo entendido, en este caso, la mayoría de las veces no se utilizó la licencia sindical por parte de la 
Presidente del gremio, lo cual no es considerado, haciéndose un análisis de las eventuales calificaciones que 
podría tener por la cantidad de audiencias que se toman con una serie de episodios que detalló en forma 
perfecta el señor Bazzano cuando refirió a la forma en que debe regularse una calificación. Las calificaciones 
deben tener ciertas garantías como, por ejemplo, ser realizadas por el supervisor inmediato, que haya un 
tribunal, un delegado de los trabajadores, que exista la posibilidad de presentar los recursos, de impugnar y 
de realizar los descargos. ¿Dónde está todo eso? 


Además, esto no está pasando en el Ministerio de Vivienda, sino en el de Trabajo y Seguridad Social, que es 
el actor principal que tienen las relaciones laborales en este país y, por consiguiente, es el responsable de 
dictar justicia en muchísimos de los casos. A través de la inspección, es policía administrativa del trabajo y 
encargado de analizar si existen violaciones de la libertad sindical, y es el que muchas veces va a dictar 
resoluciones dando la razón a una parte o a la otra. Uno de los temas que quiero plantear al señor Ministro en 
el día de hoy es cuál es la razón de la demora en muchos conflictos que parecen bastante básicos, cuyas 
consecuencias está sufriendo la mayoría de la ciudadanía, que se pueden solucionar muy fácilmente con el 
laudo del Ministerio, que tiene todos los elementos para hacerlo en forma rápida. Hay problemas en el arroz, 
en los supermercados. No puedo hacer afirmaciones tajantes y absolutas porque no tengo todos los 
elementos, pero la mayoría de los planteos que se hacen en esos casos son mesurados y justos. Si el 
Ministerio no dicta rápidamente los laudos, los conflictos se siguen desarrollando con las subsiguientes 
consecuencias hacia la ciudadanía y el desgaste en las relaciones laborales, que son mucho más difíciles. 


Entonces, creo que el Ministerio tiene que adoptar un rol mucho más protagónico en estos temas y darnos las 
garantías del caso. Si no, creo que aquí se aplica aquella célebre frase que dice: "¿Quién nos guarda de los 
guardianes?". Si el Ministerio no nos garantiza que será ecuánime en la relación con sus trabajadores, ¿quién 
nos guarda de los guardianes? 


La última solicitud de convocatoria al señor Ministro que realicé al Presidente de la Comisión fue luego de 
una larga sucesión de pedidos que comenzó en diciembre con el conflicto de los funcionarios públicos, 
cuando, en diálogo con el Ministro, decidimos no llevar a cabo la reunión en medio del conflicto para no 
entorpecer. Luego, cuando comenzamos las reuniones en el mes de febrero, solicité al Presidente de la 
Comisión de aquel entonces, Luis Puig, la convocatoria al jerarca; inclusive pedí que fuera en un ámbito 
informal, manifestando la posibilidad de concurrir al Ministerio para hablar. Y la gota que colmó el vaso 
fueron las denuncias de FRIPUR, ya que nunca termina de llegar el momento en que tengamos explicaciones 
sobre ese tema. Todos sabemos lo que viene ocurriendo con FRIPUR y no solo en los últimos seis años, sino 
en los últimos treinta años. Ese fue el motivo por el cual solicitamos al Ministerio que concurriera, pero si no 
nos puede dar garantías de ecuanimidad, equilibrio y serenidad frente a sus funcionarios, sinceramente, creo 
que vamos por mal camino. 


No tengo una opinión conforme con la mayoría de la doctrina con relación a la ocupación de los lugares de 
trabajo como extensión o aplicación del derecho de huelga. No estoy de acuerdo con eso. Creo que la 
ocupación es el recurso que debe aplicarse por la mayoría de los trabajadores lo presenté en un proyecto de 
ley si estuviera en juego la salvaguarda de los derechos elementales de los trabajadores, ante el retiro del país 
de la patronal, porque hay un juicio que no se está desarrollando, etcétera; en un proyecto de ley que presenté 
en el período pasado expongo expresamente los casos en los cuales se puede ocupar. Sin embargo, si la 
doctrina entiende al igual que se ha entendido acá e, inclusive, se ha expresado en alguna norma que hemos 
votado que la ocupación es parte del derecho de huelga o una de sus aplicaciones, que me expliquen por qué 
razón no lo pueden hacer los públicos. Creo que es mucho más contradictorio permitirlo en lo privado, que es 
donde soy juez y un tercero ajeno a la relación, que en el lugar donde soy parte. Si entiendo que la ocupación 
está incluida dentro de los derechos de los trabajadores, cuando soy parte, debería permitirlo y donde no soy 


parte, quizás tenga menos derecho a hacerlo. No quiero traer ese tema a discusión, pero sí creo que tiene que 
haber tabla rasa. Si vale para unos, vale para todos. 


Me parece claro que estas reglas tienen que estar sobre la mesa y que no vale decir que se violan 
determinadas garantías que yo necesito y que son derechos esenciales que puede tener un jerarca de la 
Administración Pública. También pasa con los privados. La ocupación es un hecho que se produce y se va a 
seguir produciendo más allá de que haya o no haya normas que lo contemplen, y lo que el derecho tiene que 
regular es en qué caso lo admite y cómo se reacciona frente a eso, pero es claro que tenemos que reclamar la 
igualdad de trato. No hay trabajadores de primera y de segunda. De estas cosas es que tenemos que hablar, 
que son mucho más globales que el caso que se trata en el día de hoy. 


Me parece que el planteo que traen hoy COFE y el Ministerio en cuanto a que la Comisión pueda mediar es 
bueno. Así lo hemos intentado en otros casos y, reitero, lo hemos hecho con silencio y serenidad para no 
entorpecer y que no se interprete que vamos a tratar de sacar rédito político de este tema. Eso sí: los plazos 
terminan en determinado momento, porque si hoy el señor Ministro trae aquí la decisión de continuar en la 
línea en que ha venido trabajando, nos sentimos liberados para poder decir lo que tengamos ganas, porque no 
se puede actuar de esa manera. 


En lo personal, me sorprenden algunas resoluciones y direcciones del Ministerio, porque me parece que no se 
condicen con la actitud que tomaron algunas personas que yo conocí en otra época, que conocí y respeté 
durante la dictadura, en la intersectorial, a la que supe apreciar por la forma en que se encaraban las cosas. 
No creo que esté bien que hoy se planteen las cosas en forma distinta, pero quiero escuchar al señor Ministro 
para abrir un juicio definitivo. 


SEÑOR PUIG.- El martes mantuvimos una reunión con los representantes del gremio, de COFE y del 
PIECNT, y los compañeros nos plantearon que trece trabajadores habían perdido sus puestos de 
trabajo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esa era la situación del día martes, la cual 
tenía varias puntas. En ese momento se nos dijo que no se estaba cumpliendo con la transformación de 
los contratos en contratos temporarios de función pública y que trece funcionarios habían quedado 
afuera del Ministerio, entre los que se encontraban dirigentes sindicales, lo cual nos pareció y nos sigue 
pareciendo totalmente improcedente. 


Ayer realizamos gestiones ante el propio Ministro de Trabajo y Seguridad Social; mantuvimos una larga 
conversación con el señor Ministro Brenta junto a los compañeros de COFE, del Ministerio y del 
Secretariado del PITCNT. En dicha ocasión le dijimos al señor Ministro que nosotros entendíamos que se 
debía resolver esa situación y que el planteo realizado no era de recibo. El señor Ministro, en primer lugar, 
nos dijo que la decisión estaba tomada, pero que iban a evaluar nuevamente la situación. 


El miércoles me encontraba con los integrantes de la Comisión en Rivera recibí una llamada del Ministro 
Brenta y me informó que la solución que había encontrado el Ministerio era la de realizar nuevos contratos a 
doce de los trabajadores uno de ellos había quedado afuera porque su situación se iba a resolver de otra 
manera, y que iba a haber una redistribución. 


La posibilidad de la distribución en otros Ministerios según me dijo el representante del PP-CNT nos 
preocupa, no porque consideremos que los dirigentes sindicales están en una situación especial como ha 
manifestado algún jerarca, sino porque en los derechos de la dirección sindical están representados los del 
conjunto de los trabajadores. 


Nosotros creemos que esta Comisión debe plantearse la posibilidad de formar parte en la resolución del 
conflicto, a fin de que los trabajadores sean distribuidos dentro del Ministerio. Nos parece que eso debe ser 
claro, y en estos términos se lo vamos a plantear al señor Ministro de Trabajo y Seguridad en el día de hoy 
porque creemos que como mensaje este es un mal precedente, tanto a nivel público como privado. Por lo 
tanto, compartimos plenamente el planteamiento de COFE, del sindicato y del PIT-CNT, y así lo vamos a 
trasmitir. Considero que se está cometiendo un profundo error y hay que subsanarlo en forma inmediata. 


Pero también quiero referirme al contexto porque no me puedo sustraer ante algunos planteamientos 
realizados en cuanto a que parecería que todo estaba bien en nuestro país en relación a la negociación 
colectiva y que hoy sufrimos un retroceso. Por el contrario, creo que en este país, a partir de 2005, vivimos 


una situación más democrática, que no fue regalo de nadie, sino que se consiguió gracias a años de 
movilización y de lucha de los trabajadores del movimiento sindical. Por ello se logró la instalación de los 
Consejos de Salarios lo que hacía muchos años que no se concretaba en este país y el respeto a la negociación 
colectiva. Sabemos que tiene muchas carencias a nivel público, pero creo que estamos en un escenario 
diametralmente opuesto al que tuvimos durante mucho tiempo y hasta el año 2005 en este país. 


No me voy a referir a situaciones particulares, sino a hechos que fueron de público conocimiento. Como se 
sabe, en este país, se despedía a direcciones sindicales enteras. El 6 de diciembre de 1996, con el aval de la 
entonces Ministra de Trabajo y Seguridad Social y la Dirección de Gaz de France, se despidió a toda una 
dirección sindical, que estuvo diez años afuera porque no se negociaba con los trabajadores despedidos. Esas 
son historias lamentables de este país, donde el mejor sindicato era el que no existía. Pero nosotros queremos 
referirnos a la situación actual: el país ha mejorado mucho en materia de negociación colectiva desde 2005 
hacia adelante, lo cual no nos hace desconocer que esta situación que hoy está planteada en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social no puede prosperar. 


Por tanto, cuando hoy venga el señor Ministro le vamos a plantear la instalación, en forma inmediata, de un 
ámbito de negociación que permita buscar las soluciones que aspira alcanzar el gremio, COFE y el PL-CNT 
porque nos parece que son de recibo, ya que consideramos que hay que mantener las mismas conductas 
siempre. 


Lamentablemente, en 1996 ni antes ni después no encontramos un respaldo del Parlamento, que hubiera sido 
muy necesario, ya que habría ayudado a resolver una situación de injusticia que se prolongó durante diez 
años; no queremos que eso se vuelva a repetir. 


SEÑOR ABDALA.- Durante los últimos días nosotros también hemos estado en contacto con algunos 
de los dirigentes que están presentes y con otros integrantes del sindicato del Ministerio, y hemos visto 
con enorme preocupación todo el proceso que se ha desarrollado en el ámbito de ese organismo de la 
Administración Central. 


Me alegra que, por lo menos, con relación a este aspecto específico y a la coyuntura que estamos analizando 
por las voces que se han escuchado y las opiniones que ya se han recogido en la Comisión se esté haciendo 
una lectura similar en cuanto a que esto, efectivamente, configura una situación irregular desde el punto de 
vista de las libertades sindicales. Creo que es un hecho notorio los hechos notorios son aquellos que no tienen 
que ser probados, que se demuestran por sí mismos: hay una serie de indicios concurrentes, de elementos que 
convergen en esta situación que llevan a la inequívoca conclusión de que aquí ha habido en algún nivel del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social una intencionalidad de discriminación o persecución sindical. Esta 
situación se podrá haber dado o no por una decisión del Ministro o por una decisión adoptada a otros niveles 
no lo sabemos, pero en cualquier caso, siempre recae sobre el Ministro la responsabilidad objetiva de lo que 
pase o deje de pasar en el ámbito de su Secretaría de Estado. 


Por supuesto, me sumo a la preocupación planteada: "En casa de herrero, cuchillo de palo". Si hay un 
organismo en el que las libertades sindicales deben ser respetadas en forma puntillosa y en el que debe darse 
el ejemplo, es aquel que, de acuerdo a la definición constitucional y legal, está encargado de mediar en el 
marco de las relaciones laborales, de conciliar y de arbitrar en las relaciones entre el capital y el trabajo. Y 
creo que esto sentaría un pésimo precedente y le haría mucho daño al propio Ministerio más allá de lo injusto 
de la situación, hacia adelante, hacia el futuro, en el marco del papel que le toca desempeñar desde el punto 
de vista institucional. 


Pero decía que hay indicios concurrentes, y es evidente que los hay. Llama mucho la atención creo que es 
demasiado para ser casualidad, que de esos más de cien funcionarios que tenían esta problemática, se 
solucionara la situación de todos menos la de esa docena que quedó para atrás. También llama la atención que 
algunos de esos doce funcionarios que en una primera instancia fueron la génesis de la situación conflictiva 
por lo menos en la última etapa sean redistribuidos en el propio Ministerio y los demás en otras reparticiones 
del Estado. Y, por supuesto, llama más la atención todavía que entre estos últimos estén, ni más ni menos, 
aquellos funcionarios que ejercen la representación sindical a través de la Presidencia y la Vicepresidencia 
del sindicato. Porque, además, el argumento de que las calificaciones o la evaluación de los rendimientos 
determinaron que se procediera de esa forma cae por su propio peso, no solo por la ausencia de garantías o 
porque esas calificaciones no siguieron el mecanismo del debido proceso como acaba de denunciarlo 


claramente COFE, sino porque conceptualmente es insostenible. ¿Qué quiere decir que cinco de estos 
funcionarios en principio no hayan sido debidamente calificados? ¿Que se ha llegado a la conclusión de que 
no reúnen las condiciones de aptitud para el cargo, o que se trata de funcionarios que están en omisión en el 
cumplimiento de sus deberes funcionales? Si es así, ¿por qué se les renueva el contrato en el ámbito de la 
Administración Pública en general? Si es así, ¿con qué argumento no pueden trabajar en el Ministerio de 
Trabajo, pero sí pueden hacerlo en otro organismo de la Administración Central? ¿Debemos asumir que la 
Administración contrata o incorpora funcionarios que no están capacitados para trabajar? Pero hay una 
Secretaría de Estado que los rechaza, y otra que está dispuesta a incorporarlos; entonces, razonando por el 
absurdo, tendríamos que llamar a responsabilidad al Ministro o al titular del organismo que habrá de 
incorporar a estos malos funcionarios, por lo menos de acuerdo a la afirmación pública que en estos últimos 
días, para sorpresa de todos, escuchamos de boca de los jerarcas del Ministerio del Trabajo, algo que en el día 
de hoy tendrá que explicar el señor Ministro. Repito que desde el punto de vista conceptual, parece bastante 
insostenible. 


En principio nos alegra mucho que en el ámbito de la Comisión se esté registrando este nivel de 
coincidencias en cuanto a la lectura que hacemos en relación a la situación planteada. Por supuesto, nos 
vamos a sumar a cualquier alternativa que conduzca a conjurar esta situación porque, como decía muy bien el 
señor Diputado Iturralde, nosotros no nos proponemos medrar con esta situación conflictiva, sino que 
queremos ayudar a superarla porque nos parece que encierra una injusticia intrínseca que afecta a quienes 
están padeciendo esta situación los funcionarios involucrados, pero sentaría un pésimo precedente hacia 
adelante en cuanto a las conductas que se asumen desde el Poder Ejecutivo. 


Aquí se ha insinuado una discusión creo que no es el momento ni la oportunidad para entrar en ella en cuanto 
a cuáles fueron los cambios sustantivos que en materia de relaciones laborales introdujeron o no desde el año 
2005. Se introdujeron muchas seguramente sobre ellas tenemos valoraciones distintas, pero me parece claro 
que cuando los cambios se concretan por la vía de reformas legales después hay que cumplirlas; de nada vale 
elaborar leyes que reflejen un enorme respeto y consideración por la actividad sindical y por los derechos 
laborales si después, en la práctica, no se aplican. La ley de negociación colectiva del sector público se ha 
incumplido en reiteración real, y lo saben los funcionarios de COFE. Esto lo vivimos en la instancia 
presupuestal que se procesó el año pasado cuando se reformaron las condiciones o el régimen de trabajo de 
los funcionarios públicos en el ámbito de la Administración, y COFE no fue previamente consultado. COFE 
debió haber sido consultado en cuanto a los propios contenidos de la Ley de Presupuesto, de acuerdo a lo que 
establece la Ley de Negociación Colectiva; nunca fue llamada para eso. Se procesa ahora en el ámbito de la 
Comisión de Hacienda de esta Cámara de Diputados un proyecto sobre asociaciones entre el capital público y 
el privado que consagraría determinadas formas de privatización en el cumplimiento de ciertos servicios y 
obras públicos, el PIT-CNT y COFE han reclamado negociar porque esto puede afectar derechos laborales de 
los trabajadores del Estado y tampoco eso se ha verificado. De manera que también eso es parte del debate. 


Creo que es importante que cada Gobierno defina su política laboral, pero es importante siempre que todos 
los gobiernos cumplan con las leyes que ellos mismos promueven y aprueban. 


SEÑOR GROBA.- Quiero dar mi visión sobre todo esto, aclarando que yo soy delegado de sector y no 
titular de esta Comisión. 


Me alegra muchísimo que en esta Comisión donde estamos representados todos los sectores políticos 
tengamos la preocupación por el relacionamiento entre el capital y el trabajo. Creo que es necesario atender 
los cambios que estamos viviendo en los últimos años en materia de construcción de relaciones laborales y 
acordar entre todos que son necesarias. Fueron necesarias siempre, pero vamos a ubicarnos ahora. 


Coincidimos plenamente en los esfuerzos que ha hecho el país en materia de negociación colectiva, de 
Consejos de Salarios y de fuero sindical que, sin duda, es un instrumento histórico para la clase trabajadora 
que se ha generado con tanta lucha. Se trata de un instrumento nuevo que, como acá bien se dijo, hay que 
promover, profundizar, respetar y ayudar a que se consolide. Para eso es esta Comisión de Legislación del 
Trabajo, donde yo hasta ahora nunca escuché en esta ocasión tampoco que se proponga hacer una especie de 
evaluación política de cómo tratar los conflictos. Esto tiene que quedar totalmente claro porque existe 
unanimidad en cuanto a que la preocupación fundamental, por encima de todo, está el derecho de los 
trabajadores y la construcción de estas relaciones laborales que a partir de un tiempo han venido cambiando y 
que, ahora, de parte de todos los sectores políticos hay una constante y consecuente defensa de las relaciones 


laborales, fundamentalmente del sector más débil, que es el trabajador. Quería dejar expresamente establecida 
esta constancia. 


En minutos contaremos con la presencia del señor Ministro a quien vamos a plantear nuestra preocupación. 
Todos aquí sabemos que la inmensa mayoría de quienes estamos acá venimos del movimiento sindical y, por 
tanto, participamos de esta lucha. Quienes no han venido de él han estado permanentemente consustanciados 
con los derechos laborales y han coincidido en que tenemos de defenderlos y promoverlos. 


El derecho de ocupación de los lugares de trabajo fue un tema manejado en esta mesa. No eludimos su 
discusión; cada uno desde su experiencia tiene una visión. Aunque no es el tema de hoy, queremos dejar 
constancia de que estamos dispuestos a promoverlo. 


Como se dijo al principio, esta Comisión, preocupada por este tema y coherente con la legislación que se ha 
promovido en los últimos años, también ha invitado a las autoridades del Ministerio de Trabajo, cuya 
argumentación escucharemos, para no prejuzgar. 


Por otra parte, apoyamos la iniciativa del compañero Luis Puig de crear esa Comisión para ver si podemos 
llegar a un acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A la hora 13 y 30 vamos a recibir al señor Ministro y este va a ser uno de los 
temas que vamos a plantear, aunque no es el único. Seguramente, en la tarde vamos a estar en 
comunicación con ustedes. 


Agradecemos mucho su presencia; han sido muy claros en sus planteamientos. 
(Se retiran de Sala representantes del Sindicato de Trabajadores del MTSS) 
——- Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 13 y 6). 

(Ingresa a Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y asesores) 


———- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir al Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, señor Eduardo Brenta, a la Directora General de Secretaría, doctora Alejandra Varela, al Director 
Nacional de Trabajo, señor Luis Romero, y al Inspector General de Trabajo y Seguridad Social, doctor Juan 
Andrés Roballo. 


Queremos agradecer especialmente que el Ministerio se haya ajustado a este horario; lamentablemente, no 
pudimos iniciar esta sesión a la hora 14 en virtud de que hoy sesionan la Asamblea General y la Cámara de 
Representantes. Por eso, insistimos para que esta sesión se iniciara a la hora 13 y 30. 


Indudablemente, como se ha presentado el señor Ministro, se acercan otras delegaciones como la de los 
trabajadores del ex Frigorífico Melilla y otros, pero estos temas se abordarán al final, porque los asuntos 
centrales de la convocatoria son otros. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Diría que los agradecidos somos 
nosotros. En otra oportunidad he dicho que para nosotros francamente es un gusto concurrir al 
Parlamento, porque nos parece que este tipo de intercambios fortalecen el sistema democrático y 
establecen un ámbito de diálogo que muchas veces contribuye a aclarar situaciones que no se 
comprenden. Como he estado del otro lado, sé que comprender la lógica el señor Presidente también ha 
estado en un ámbito ejecutivo no es fácil. 


La citación, firmada por el señor Presidente y el Secretario de la Comisión, se centra en los hechos 
planteados por el señor Diputado Iturralde Viñas vinculados con la denuncia pública de la empresa FRIPUR 
y en otros asuntos, que imagino analizaremos después. 


Con respecto a la denuncia pública, en primer lugar, nos parece pertinente hacer algunas aclaraciones. El 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en este caso, ha actuado como lo hace con cualquier otra empresa, 
es decir, aplicando el conjunto de normas que rigen en la materia, tanto de leyes como decretos vigentes. 
Concretamente, en el período anterior, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social venía analizando un 
proyecto de ley que tenía que ver con una bonificación del régimen jubilatorio vieja reivindicación de los 
trabajadores de la pesca, para que se computaran tres años por dos de trabajo, y cuatro por tres, en función de 
las distintas actividades de que se trate, algunas directamente vinculadas con la pesca y otra con tareas 
desarrolladas en barcos pesqueros, pero no directamente asociadas a la pesca. Este proyecto no fue aprobado 
en el período anterior. 


En el período actual, la Dirección Nacional de Seguridad Social del Ministerio comenzó a trabajar en este 
proyecto, y a tales efectos tuvimos un intercambio con los trabajadores repito que se trata de una 
reivindicación de los trabajadores que tiene más de cuarenta años, basada en cuestiones de salud habida 
cuenta de las características del trabajo en la pesca, que todos conocemos y con el Banco de Previsión Social, 
fundamentalmente en los costos que tendría este proyecto para el sector, ya que cuando se establece una 
bonificación en el sistema jubilatorio, los aportes patronales a la seguridad social en líneas generales se 
incrementan notoriamente, que está estipulado en función del régimen jubilatorio de que se trate. 


Como se sabe, en la pesca hay dos cámaras, y ambas nos hicieron sendos planteamientos respecto de la 
inviabilidad de esta iniciativa, en función de los costos para las empresas y, por tanto, entendían que debía 
mantenerse el régimen vigente. Obviamente, analizamos la ecuación económica. 


Además, se recordará que la pesca fue el primer sector que empezó a negociar en el Consejo de Salarios, en 
abril, que motivó la paralización del sector y demás. Trabajamos bastante con los empresarios, quienes nos 
hicieron saber, particularmente los de FRIPUR, que la medida tendría un costo para la empresa de 
aproximadamente US$ 2:000.000 anuales. Evidentemente, se trataba de un costo importante. El análisis de 
esta realidad nos obligó a llevar este tema al Consejo de Ministros y en esa oportunidad recibimos una clara 
directiva del Presidente de la República en el sentido de que este decreto fuera aprobado, lo que 
efectivamente se hizo, lo que permitió que a la fecha más de cien trabajadores de la industria pesquera, de 
distintas empresas particularmente de FRIPUR, pudieran acceder al beneficio jubilatorio. 


El procedimiento de liquidación de las jubilaciones fue muy complejo, porque algunos de estos trabajadores 
tenían más de mil altas y bajas en su historia laboral, ya que cada vez que suben y bajan del barco se toma 
como una alta y una baja. El Gobierno entendió que si bien estaba agregando un costo muy importante a un 
sector que en aquel momento tenía dificultades, el reclamo de los trabajadores era justo y la ecuación no 
implicaría un perjuicio que pusiera en riesgo el desarrollo de la actividad pesquera, que es muy importante 
para el país. Digo esto porque me parece bueno considerar este elemento que, de alguna manera, hace al 
vínculo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha tenido con esta empresa. 


Posteriormente obviamente hemos tomado conocimiento de la versión taquigráfica y de la presencia de los 
trabajadores del SUNTMA y demás, el Ministerio ha realizado una serie de actuaciones, y viene realizando 
otras, en relación a diversas denuncias planteadas, en forma individual en algunos casos, y en otros, a través 
del Sindicato Único Nacional de Trabajadores del Mar y Afines. 


Algunos de estos procedimientos han implicado acciones en la Dirección Nacional de Trabajo. 
Concretamente, en ocasión de producirse un paro parcial del P.-CNT la empresa FRIPUR, luego de 
culminado el paro, no permitió el ingreso a los puestos de trabajo habituales de aquellos trabajadores que 
habían adherido a la medida. Al mismo tiempo, naturalmente, los trabajadores reclamaron el pago de las 
horas de trabajo perdidas. 


Convocados a la Dirección Nacional de Trabajo esta es una acta que voy a entregar al señor Presidente para 
que quede constancia el 20 de diciembre del año 2010, y en virtud del planteo del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, respecto a que esta medida era de carácter antisindical y por tanto no debía ser aplicada, 
vale la pena decir que la empresa reconoció esta situación, acordó hacer efectivo el pago de las horas 
reclamadas y estableció, para futuras medidas de esta naturaleza, el reingreso de los trabajadores, salvo 
impedimento objetivo vinculado con las características del proceso productivo. Me parece que este elemento 
también es significativo, porque sin haber recurrido a ninguna acción de carácter coercitivo, sino 
simplemente convocando un ámbito de negociación y estableciendo cuál era la opinión del Ministerio, la 


empresa se avino a esta opinión y permitió el reingreso de los trabajadores e hizo efectivo el pago de las 
horas de trabajo perdidas por los mismos, al no habérseles permitido el ingreso a la planta. 


Otras situaciones de este tipo están vinculadas, básicamente, con acciones llevadas adelante por la Inspección 
General de Trabajo, razón por la cual, si el señor Presidente me permite, quiero ceder la palabra al señor 
Inspector General de Trabajo, doctor Juan Andrés Roballo. 


SEÑOR ROBALLO.- La Inspección General de Trabajo ha tenido una presencia importante en la 
empresa como la tiene en la gran mayoría de las empresas de este porte por diferentes cuestiones tanto 
en lo que tiene que ver con condiciones ambientales de trabajo seguridad y salud como con condiciones 
generales de trabajo, salarios, etcétera. 


En este último caso, en los últimos dos años hemos tenido por lo menos cuatro expedientes, dos de ellos 
tienen que ver con acoso laboral, que se están procesando, y otros dos con cuestiones referidas a la libertad 
sindical. Uno de ellos es el caso de un trabajador que al anunciársele que era despedido provocó una 
situación en el buque. La empresa requería que desembarcara y la organización de trabajadores entendía otra 
cosa. Por supuesto que la Inspección General de Trabajo dispuso una actuación inspectiva para constatar 
determinados hechos y, a la vez, hizo gestiones con Prefectura y con la Jueza en materia penal que estaba 
entendiendo en el asunto, a los efectos de poder darnos el tiempo necesario para acudir al buque, para relevar 
al trabajador que se encontraba allí y se negaba a bajar, y también a un grupo de trabajadores que estaba ahí, 
que de alguna manera eran testigos de esa situación. Ese expediente está procesándose y suponemos que 
dentro de los próximos días vamos a obtener algunos insumos más provenientes de las partes. 


Luego tenemos otro expediente que está referido a una denuncia por represión sindical realizada por el 
SUNTMA. La Inspección General de Trabajo concurrió por lo menos tres veces a la empresa, relevó más o 
menos a treinta y cinco trabajadores. La empresa ya tiene la vista de esas actuaciones y ahora va a recibir la 
vista del informe inspectivo, es decir lo que elaboran los inspectores, de alguna manera resultado del análisis 
de las declaraciones de los trabajadores relevados. Obviamente, luego se abre una instancia de prueba en la 
que las partes pueden seguir aportando elementos y después se pasará a la resolución definitiva. 


Los otros dos expedientes de condiciones generales de trabajo tienen que ver con denuncias por maltrato o 
acoso laboral. En uno de ellos se procedió a tomar declaraciones en el lugar de trabajo y estamos en 
condiciones de realizar una vista final y tomar una resolución en ese sentido. Y, en el otro, de alguna manera, 
se está insistiendo en que las partes presenten algún elemento adicional para que la Inspección esté mejor 
instruida, a los efectos de poder tomar una decisión sobre el fondo del asunto. Los expedientes que tienen que 
ver con condiciones ambientales de trabajo en los últimos dos años los de mayor importancia son al menos 
cuatro. En algún caso se ha procedido a sancionar a la empresa por incumplimiento de cuestiones referidas a 
las condiciones ambientales de trabajo, hay intimaciones hechas y también la empresa ha presentado algunos 
recursos en contra de la resolución de la Inspección General de Trabajo y eso se está procesando. Sin 
perjuicio de ello, la Inspección General de Trabajo tiene la posición de avanzar en la temática y seguir 
adelante con las intimaciones y no suspende los efectos del acto administrativo mientras se procesan los 
recursos correspondientes y, eventualmente, la presentación de la demanda ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Por esa razón se reiteran las intimaciones. 


Como ha sido un tema de público manejo y se ha mencionado el rol de la Inspección General de Trabajo, 
queremos aclarar que no ha existido ninguna dificultad para ingresar cada vez que fue dispuesto por el 
Inspector General. Más allá de que cuando llega una inspección a una empresa grande de estas características 
no deja de haber un grado de incomodidad o violencia porque se releva a los trabajadores, no tuvimos 
ninguna situación de obstruccionismo. Cuando se trata de cuestiones referidas a la libertad sindical tomamos 
declaraciones en forma reservada para proteger a los trabajadores que se expresan en ese sentido. Hemos 
recorrido la planta tranquilamente y hemos relevado a los trabajadores que nos parecía pertinente. En ese 
sentido, no hay irregularidades. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Hemos informado lo referente a esta 
empresa y estamos dispuestos a evacuar todas las preguntas al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ánimo de coartar la libertad de cada uno, debemos recordar a los señores 
Diputados que sean breves a los efectos de obtener la mayor cantidad de respuestas posibles, ya que 
hoy disponemos de poco tiempo. 


SEÑOR PUIG.- Lo que se plantea respecto al caso de FRIPUR, es distinto a lo de la Inspección 
General de Trabajo, que está cumpliendo con el cometido de realizar las inspecciones que 
corresponden y, por supuesto, no podrían sufrir ningún impedimento de parte de la empresa. 


Esta Comisión tiene pendiente una visita a la planta conjuntamente con los trabajadores y, según planteamos 
en su momento, con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no necesariamente con la Inspección 
General de Trabajo sino con la Dirección para constatar denuncias muy graves realizadas por los trabajadores 
en cuanto a represión antisindical y al proceso de trabajo, lo cual tiene repercusiones en los trabajadores y en 
una industria dedicada a la exportación. Seguramente, en estos días el señor Presidente de la Comisión estará 
concretando la posibilidad de esa visita. Realmente, las denuncias sobre FRIPUR son muy graves desde todo 
punto de vista. Sabíamos que el Ministerio, a través de la Inspección General de Trabajo, estaba cumpliendo 
con sus cometidos pero esta Comisión, hasta ahora, no se ha planteado ser recibida por la empresa. 


Aprovecho para plantear algo que se comunicó en forma muy escueta al Ministerio hace pocos días: la 
situación en el departamento de Rivera. Esta Comisión concurrió a Rivera por las relaciones laborales, en 
particular, por el conflicto en Boreal, una empresa de transporte respecto a la cual hay denuncias muy serias 
por el incumplimiento de normativas desde el punto de vista de las relaciones laborales, de respeto a la 
organización sindical, y por el incumplimiento de algunas resoluciones judiciales por la retención de 
recaudación de la empresa, que no cumple con los laudos. Desde el PP.CNT de Rivera se hizo una serie de 
denuncias que toda la Comisión ante la Presidenta de la Junta Departamental y de las delegaciones presentes 
se comprometió a transmitir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esas denuncias tienen que ver con 
amenazas de muerte a dirigentes en la forestación, con represión antisindical en varias áreas, con las 
condiciones de trabajo en los "free-shop" y algo que nos pareció grave, al menos lo suficiente para 
comprobarlo que cada vez que se presenta una denuncia ante la representación local del Ministerio, los 
primeros en enterarse son las empresas denunciadas que toman represalias contra los trabajadores. En el 
marco de esta situación, nos parecía imprescindible que la Comisión en conjunto trasladara esta preocupación 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social porque, de poder constatarse, las denuncias están señalando una 
situación realmente grave que genera amenazas contra los trabajadores. Después de la intervención, una 
señora Edila de un partido tradicional nos dijo "Trabajé quince años en ese 'free-shop' y salí para un 
tratamiento psiquiátrico porque las condiciones de trabajo son realmente deplorables y no se respetan los más 
mínimos derechos de los trabajadores". Si bien este tipo de denuncias llega de diferentes partes del país, en 
Rivera nos comprometimos a trasladarlas y era lo que queríamos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar al señor Diputado Puig que se hizo llegar al señor Ministro 
la versión taquigráfica de todo lo planteado. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Ministro y su 
equipo asesor y señalar los motivos de la convocatoria. Si el señor Ministro tiene memoria, recordará 
que a principios del mes de diciembre, en medio de una cantidad de conflictos de funcionarios públicos, 
me comuniqué con él y solicité su comparecencia. Convinimos en ese momento creo que por iniciativa 
mía pero, en todo caso, no importa que quizás lo mejor fuera esperar a que culminara el tratamiento 
del Presupuesto y los conflictos pendientes de manera que esta convocatoria no desestabilizara las 
soluciones que se lograran en esos temas y no se entendiera como oportunismo político sino en la 
necesidad de hacer una evaluación profunda de distintos temas. Después, no sé si por las fechas tan 
especiales de fin de año, la convocatoria no se concretó. En el mes de febrero, siendo Presidente el 
señor Diputado Puig, solicité que se convocara a señor Ministro e, inclusive, planteé la posibilidad de 
un encuentro informal en una visita al Ministerio que tampoco se pudo concretar. Finalmente, en el 
mes de marzo intenté comunicarme con el señor Ministro y la llamada fue devuelta por una Secretaria 
que me manifestó que él no había tenido tiempo de contestar pero que, seguramente, no iba a poder 
concurrir porque tenía que viajar a una reunión en la OIT. Por consiguiente, en ese momento procedí a 
canalizar la convocatoria a través de los mecanismos institucionales. El tema más importante era 
FRIPUR, debido a la trascendente denuncia realizada por el Sindicato de los trabajadores del mar. 
Creo que hay otra cantidad de temas pendientes en FRIPUR, que tienen relación con el tipo de las 


mediciones y a las cuantificaciones que se han hecho de problemas de medicina laboral, sobre todo 
vinculados con ciertas enfermedades profesionales. También sería bueno conocer algo sobre la 
evacuación de la planta, tema que está previsto en el Decreto N” 406 de 1988; habría que saber si se 
hicieron las medidas. Es decir, hay una serie de temas bien importantes. 


Seguramente, hoy no tengamos tiempo para dialogar de todos los temas con el señor Ministro. 


Más allá de lo de FRIPUR, hoy me interesa mucho más con la visita que tuvimos durante la mañana, del 
Sindicato de trabajadores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tratar el tema relativo a los 
funcionarios de su Cartera porque hay diversas ramificaciones. 


Desde hace largo tiempo, hemos venido hablando de una ley de abreviación de juicios. En su momento, 
solicitamos información para saber cómo estaba trabajando el señor Ministro y nos comunicó que nos iba a 
enviar los antecedentes. Sin embargo, no los obtuvimos a través del Ministerio sino por conocidos de la 
Cámara de Industrias del Uruguay. Nos parece bastante insólito que el Parlamento que es el que debe votar 
las leyes tenga que recibir los proyectos a través de los asesores de las Cámaras empresariales, que sí son 
enviados a las Cámaras pero no a los representantes de la voluntad popular. Desconozco los motivos, pero me 
parece que en estas cosas siempre es mejor poder participar desde el principio. 


En alguna ocasión en la que se reunió la Comisión manifesté que en el período pasado, cuando se discutieron 
distintos proyectos, el entonces señor Ministro Bonomi había convocado no solo a una tripartita sino que 
había invitado a integrantes de todos los lemas con representación parlamentaria a efectos de tener un diálogo 
y de que se pudiera informar a los diferentes partidos, que eran los que en definitiva votaban, pero no 
tuvimos conocimiento. 


En cuanto a la ley de abreviación de juicios laborales norma que en su momento manifestamos que iba a ser 
declarada inconstitucional y así lo fue, lamentablemente, es cierto que tenemos trancados más de mil juicios 
desde hace un año y todavía no tenemos la iniciativa definitiva del Poder Ejecutivo, más allá de la 
publicación de alguna norma con cosas preocupantes. 


También me interesa tener conocimiento estoy haciendo un índice enunciativo del funcionamiento de la 
Dirección Nacional de Empleo y del Observatorio Laboral en cuanto a los fondos que están manejando, qué 
tipo de capacitación se está dando y cuáles son los programas que se manejan. 


También está pendiente esto ha tenido que ver con las dificultades en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social el tema de la negociación colectiva de los funcionarios públicos. 


No creo que escape a todo esto un asunto vinculado con la alta conflictividad que ha habido en los últimos 
días, sobre el que me gustaría conocer la opinión política del señor Ministro. Me parece clarísimo que si el 
Ministerio laudara rápidamente en los problemas con el arroz, con los supermercados y con otras empresas 
vinculadas con el comercio, se podrían solucionar los problemas. Creo que el Ministerio estaría en 
condiciones de hacerlo, ya que hay dificultades. 


Por otra parte, me gustaría conocer la opinión del señor Ministro respecto de las observaciones hechas por la 
OIT en cuanto a la ley de negociación colectiva y acerca de si se va a recibir la misión propuesta por la 
Organización. Digo esto porque escuché opiniones contradictorias: por un lado escuché que no es lo mejor y, 
por otro, el señor Vicepresidente de la República ha dicho que sí. 


De todos modos, me gustaría hacer énfasis en las dificultades que hay en el conflicto sindical del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Hoy de mañana concurrió AFMIT, acompañada por COFE y por el PIT-CNT, 
y surgieron dudas importantes con relación a la negociación colectiva de los funcionarios públicos y con el 
fuero sindical que eventualmente pueda aplicarse o no a los trabajadores públicos. Me gustaría saber si existe 
licencia sindical o no. 


A su vez, me gustaría hablar puntualmente acerca de los hechos sucedidos el día viernes. Aparentemente, hay 
una situación bastante conflictiva que no funcionó de la mejor manera. 


También queremos saber acerca de un convenio firmado el 29 de julio de 2008 y si se le ha dado 
cumplimiento. 


Nos gustaría conocer más sobre los antecedentes que hay con relación a las contrataciones del mes de 
octubre. 


Sería bueno tener una idea más o menos acabada acerca de qué visión tiene el Ministerio del conflicto que 
está viviendo, porque hemos recibido algunas denuncias de parte de los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que hace unos minutos se nos trasmitió que los trabajadores 
del Frigorífico Melilla tienen su expediente trancado en el Ministerio así lo sostienen y que están 
esperando una respuesta al respecto de parte de esta Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero aclarar una cuestión de 
procedimiento. 


A fines de noviembre habíamos acordado una convocatoria con el señor Diputado Iturralde y es cierto lo que 
él dice en cuanto a que convinimos que era mejor posponer la reunión para tener un escenario de diálogo con 
más tranquilidad. Luego, recibimos una llamada del señor Diputado Puig, a quien le manifesté que estaba 
dispuesto a concurrir ese mismo día. Hoy estaba mirando la versión taquigráfica de la Comisión enviada por 
el señor Presidente y pude leer que evaluaron la posibilidad de que nosotros concurriéramos en ese momento 
o de que lo hiciéramos a posteriori; lo combinamos para más adelante y aquí estamos. 


Más allá de los hechos puntuales con algunos señores legisladores nos conocemos de la Legislatura pasada 
aunque con otros no es clara nuestra disposición para concurrir al Parlamento cuando lo soliciten. Es más: 
adelantaría que deberíamos acordar una nueva convocatoria en el día de hoy dado que la agenda planteada es 
muy extensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, quizás ya podríamos fijar una fecha para la próxima semana porque veo 
que es real: no vamos a poder agotar todos los temas en la reunión de hoy. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Podría combinarse algo en el correr 
de la tarde porque no tengo la agenda aquí. Nuestras Secretarías podrían comunicarse más tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, hoy sería bueno quedarnos con alguna respuesta acerca de 
los planteamientos del señor Diputado Iturralde y de la situación de los funcionarios del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, porque es algo que nos preocupa a todos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que algunas cosas pueden ser 
despejadas con mayor rapidez 


En el caso de la situación del departamento de Rivera, primero, nos gustaría conocer la versión taquigráfica, a 
los efectos de relevar toda la información. El señor Presidente dijo que nos la habían enviado, pero llegó solo 
una nota. Pero, bueno, no importa. 


Hemos venido realizando el señor Inspector podría extenderse largamente sobre este tema una serie de 
operativos inspectivos en las zonas de frontera, que son complejas. Inclusive, algunos fueron hechos 
conjuntamente con las Inspecciones de trabajo de Argentina y de Brasil. Me parece que es importante que 
esto se conozca, porque no sé si este tema ha tenido la difusión necesaria. Por ejemplo, hemos realizado 
operativos en la zona de Artigas que han dado resultados importantes porque hemos detectado trabajadores 
de uno y otro país trabajando del otro lado de la frontera, normalmente en situaciones irregulares que se han 
ido corrigiendo a partir de la intimación realizada por la inspección. Y en el marco del trabajo conjunto con 
los Ministerios de Trabajo del MERCOSUR, tenemos planteado realizar una serie de operativos de estas 
características en la zona del litoral, con la República Argentina, y en zonas del este del país, con Brasil. Esta 
es una cuestión relativamente novedosa que creo que no tiene registro anterior creo que no, que es muy buena 
en la medida en que también estamos promoviendo la libre circulación de personas. Por lo tanto, dada la 
situación que tiene el país en materia de recursos humanos y previendo la posibilidad de que muchos 
trabajadores de la región encuentren en Uruguay un mercado de trabajo atractivo, hay que continuar haciendo 
esfuerzos importantes. Al mismo tiempo, estamos trabajando con la Organización Internacional para las 
Migraciones, previendo algunos impactos que tienen estas cuestiones y procurando facilitar los procesos que 


permiten a los trabajadores trabajar en cualquiera de los países de la región. Esto es parte de nuestra vocación 
por el MERCOSUR, que no se trata solo de intercambio comercial, sino que es mucho más que eso. En este 
sentido, la libertad de trabajar en los distintos países que lo conforman, debería estar garantizada. 


Les haremos llegar la copia de una cartilla que fuera elaborada en el marco de estos acuerdos entre los 
distintos Ministerios que es muy útil a los efectos de conocer las realidades del mercado de trabajo de cada 
uno de los países, los documentos necesarios para trabajar en cada uno de ellos, etcétera. 


Antes de continuar quiero hacer una aclaración. En muchas oportunidades, he recibido planteos relativos a 
las oficinas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al hecho de que parecería que los empresarios se 
enteran de las denuncias allí realizadas antes o inmediatamente después. Nosotros venimos trabajando en un 
proceso de capacitación y de formación de nuestros recursos humanos en el interior y tenemos previsto una 
partida presupuestal para fortalecer, precisamente, esas Oficinas de Trabajo, pero es verdad que en 
poblaciones relativamente pequeñas es extremadamente difícil que no se conozcan estos datos, por razones 
obvias, entre otras, porque el trabajador es visto ingresar allí. Es por este motivo que nuestra Inspección del 
Trabajo está absolutamente centralizada. En algún momento se nos ha hecho algún planteo. Es cierto que 
tenemos algunos funcionarios que trabajan en distintas regiones, pero básicamente nuestra idea es no 
contaminar la Inspección con la presencia en el propio territorio. Es muy complicado porque, además, 
nuestros abogados no tienen dedicación exclusiva y si bien no pueden actuar en el marco de situaciones 
vinculadas con lo laboral, sí pueden hacerlo en otros múltiples ámbitos. Por lo tanto, en muchos casos, 
nuestros abogados realizan su tarea como profesionales en otras funciones. Esto es algo que estamos 
dispuestos a analizar en profundidad porque nos interesa mejorar nuestra presencia, particularmente en el 
interior, donde el Ministerio tiene tres formas de aparecer en cada uno de los lugares. Una, es a través del 
INDA, que tiene mucha presencia y convenios con las Intendencias; otra, por medio de nuestras 42 Oficinas 
de Trabajo, que son como un pequeño Ministerio en cada uno de los departamentos o localidades, y la 
tercera, es a través de los Centros Públicos de Empleo una experiencia que estamos potenciando, que 
básicamente son organismos de intermediación laboral que colaboran en la inserción de desocupados en el 
mercado de trabajo. Estas cuestiones son coordinadas con las Intendencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema fue uno de los que planteamos, pero no es el que motivó la 
convocatoria del día de hoy. Inclusive, ha ido una nota al Ministerio solicitando la presencia de algún 
delegado para tratar de mediar en el conflicto entre la empresa Boreal y los empresarios. En fin; como 
contamos con la buena disposición del señor Ministro para juntarnos en otro momento, hoy sería 
bueno encarar el motivo de la convocatoria. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Descarto la buena voluntad del señor Ministro de no dejar de tratar 
ninguno de los temas, pero como hay uno que quema, solicito que nos dediquemos de lleno al conflicto 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ya que hay problemas graves y tenemos un pedido de 
mediación. 


Como el señor Ministro sabe, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no es uno más dentro de nuestro 
ordenamiento institucional, ya que cumple dos funciones que para mí son muy importantes: una, es la de ser 
policía administrativa del trabajo, que se cumple a través de la Inspección General del Trabajo que siempre 
ha sido una buena Inspección y que ha venido mejorando, más allá de que hay que tratar de avanzar en 
algunos lugares donde existen dificultades, y otra, es la de ser juez en determinadas circunstancias 
conflictivas. En las situaciones de persecución sindical, la Inspección General del Trabajo ha abierto caminos 
a través de hacer investigaciones a fondo a partir de las cuales se ha sancionado fuertemente a algunas 
empresas. 


Digo todo esto porque entiendo que nuestro sistema de relaciones laborales adjudica al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social un rol muy especial, en particular, respecto a la violación de las libertades sindicales y a la 
eventual persecución que pueda darse. En los últimos días, ha habido una serie de denuncias que son 
preocupantes y que tienen visos de realidad, que nos hacen pensar que eventualmente el Ministerio podría 
estar queriendo no tener más a algunos sindicalistas, cosa que nos preocupa. 


Entonces, quisiéramos conocer la opinión del Ministerio con relación a estos temas y saber de qué manera va 
a enfocarlos en los próximos días, cuáles han sido los motivos de esta situación, cuáles son las eventuales 
evaluaciones que se están haciendo al respecto. Esto me parece importante porque si el Ministerio es el 


responsable de juzgar y hay problemas de violación de libertades sindicales en su interna, estaríamos ante la 
paradoja de quién nos guarda de los guardianes. Entonces, como conocemos la sensibilidad que tiene el señor 
Ministro por estos temas, queremos escuchar su opinión y saber por qué se han dados los pasos que se dieron. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, quiero aclarar que 
cuando el señor Presidente me dijo que nos refiriéramos al tema por el cual fuimos convocado, creí que 
se refería a FRIPUR que, en realidad, es el tema de la convocatoria, pero no tenemos ningún 
inconveniente en aprovechar esta oportunidad nos interesa particularmente para referirnos a la 
situación que se ha producido en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en los últimos días. 


En primer lugar, creemos importante mencionar de acuerdo con nuestra interpretación de los hechos que 
rechazamos de plano cualquier clase de argumento que tienda a inducir a que existe alguna clase de 
persecución sindical en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Entendemos que no existe el más 
mínimo argumento que sostenga esa afirmación, y vamos a explicar por qué. 


Como ustedes habrán visto al analizar el Presupuesto quinquenal, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
tiene un programa denominado "Objetivo Empleo" que en otra oportunidad vamos a desarrollar porque 
refiere a una de las preguntas que realizó el señor Diputado Iturralde Viñas que, básicamente, tiende a atender 
la situación de trabajadores desocupados de mucho tiempo. Este programa tenía una asignación presupuestal 
de US$ 8:000.000 anuales, pero en la discusión presupuestal nosotros tomamos la iniciativa de proponer una 
reducción a la mitad, por dos razones. En primer lugar, porque la tasa de desempleo se encuentra ubicada en 
los mínimos históricos y, por tanto, los beneficiarios de este programa son menos que antes y, en segundo 
término, porque ampliamos la cantidad de beneficios que otorgamos a los trabajadores beneficiarios de este 
sistema. Por eso pasamos de una población objetivo de tres mil personas a una de mil personas, pero con una 
ampliación de los beneficios otorgados, que yo diría que son prácticamente los mismos que ofrece el 
programa "Uruguay Trabaja" del Ministerio de Desarrollo Social. Por tanto, como dije, pasamos de tres mil a 
mil beneficiarios y en lugar de contar con US$ 8:000.000, contamos con US$ 4:000.000. 


Este programa cuenta con una serie de orientadores desde el punto de vista laboral; en un principio, eran 
dieciocho trabajadores, pero luego de analizar la cantidad de recursos humanos que se necesitaba para 
atender este programa resolvimos realizar un ajuste y una reducción de cuatro trabajadores. A tales efectos, 
solicitamos al Director del programa una evaluación de los funcionarios que nos permitiera en función de la 
responsabilidad que tenemos como Ministerio, que es el manejo adecuado de los recursos públicos y hacer un 
efectivo uso de los recursos que se nos otorgan en el Presupuesto Quinquenal, realizar un ajuste en función 
del rediseño de este programa que, como surge de la asignación presupuestal, fue muy importante. La 
evaluación que realizó el Director del programa indicaba que todos los funcionarios tenían una condición de 
excelencia y, por tanto, resolvimos renovar un porcentaje de esos contratos todos eran contratos a término, 
los cuales culminaban el 31 de marzo de 2011 y no renovar otros, lo cual hicimos en función de la ubicación 
obtenida por cada uno de los funcionarios en el concurso de ingreso al Ministerio. 


Este es el caso de los cuatro funcionarios de la Dirección Nacional de Empleo, del programa "Objetivo 
Empleo". Estos funcionarios, como dije, tenían contratos a términos, que podían ser renovados como contrato 
temporal de función pública, o no, tal cual lo dispone el artículo 55 de la Ley de Presupuesto. 


En cuanto a los funcionarios de la Dirección Nacional de Trabajo voy a explicar lo siguiente. Como ustedes 
saben, en el área de audiencias y consultas del Ministerio los funcionarios trabajaban, desde hacía muchos 
años, en un régimen de tres horas, pero esto fue modificado a partir de un Decreto que aprobó el Poder 
Ejecutivo, por medio del cual se estableció un mínimo de seis horas para la jornada laboral. Por lo tanto, 
como comprenderán, cuando uno tiene una determinada cantidad de funcionarios que cumplen un régimen 
horario de tres horas y luego pasan a cumplir otro de seis horas, efectivamente, no se puede mantener la 
misma plantilla porque de ser así, previamente se habría estado brindando un servicio absolutamente 
insuficiente. Además, en muchos casos ni siquiera hay espacio físico como para que esos funcionarios 
cumplan su tarea en esa área que tiene la Dirección Nacional de Trabajo. En función de eso solicitamos al 
Director Nacional de Trabajo que evaluara la cantidad necesaria de funcionarios y solicitamos a los jerarcas 
correspondientes funcionarios de carrera del Ministerio con rango de Director; no de carácter político, 
naturalmente que hicieran una evaluación. Además de la evaluación de la cual podemos informar largamente 
también se tuvo en cuenta la ubicación que tuvieron estos funcionarios en el concurso por el que ingresaron a 
la Dirección Nacional de Trabajo en el período anterior. Ese análisis generó determinado orden, por el cual 


renovamos, de acuerdo con nuestra potestad, los contratos a términos que entendimos debíamos renovar en 
función de la necesidad de un servicio que había visto, de hecho, duplicada su plantilla de funcionarios y no 
renovamos los restantes. 


Posteriormente, resolvimos comunicar a COFE lo resuelto lo hicimos convocando a su Presidente y demás 
integrantes de su Dirección a fin de que tuviera conocimiento de la situación y pudiera procesar 
adecuadamente la decisión tomada que, claramente, es una potestad del Poder Ejecutivo otorgada por el 
Parlamento: la renovación o no de los contratos a término. 


Concretamente, para aclarar el caso de la actual Presidenta del sindicato que fuera electa para desempeñar 
este cargo, según se nos ha comunicado, el 17 de diciembre del año pasado esto figura en una nota que 
también podemos dejar manos en la Comisión, se han desarrollado durante todo este tiempo toda clase de 
actividades de carácter sindical en el Ministerio, incluidas la licencia sindical, asambleas y otra clase de 
medidas que entendemos legítimas. Por tanto, hemos permitido la realización de estas actividades sin 
ninguna clase de inconveniente, por lo que no creo que se deba hacer alguna alusión, ya que nunca hemos 
establecido una limitación, ni con la directiva anterior del sindicato ni con la actual. Pero, de acuerdo con el 
orden que mencionamos anteriormente, que se obtuvo a través de la evaluación de los jerarcas 
correspondientes y del orden obtenido en el concurso de ingreso, fueron renovados los contratos a término de 
algunos funcionarios que tienen responsabilidades en la Directiva sindical y de otros no. Esa es la situación: 
algunos quedaron y otros no, lo cual se hizo en función de lo que nosotros entendemos que es nuestra 
obligación: brindar el mejor servicio a la ciudadanía utilizando adecuadamente los recursos económicos de 
que disponemos. 


Pero en virtud de la solicitud que recibimos de parte de COFE y del PIE-CNT realizamos una 
contrapropuesta que consistió en la posibilidad de mantener a los cuatro funcionarios de la Dirección 
Nacional de Empleo si realizaban tareas en el área metropolitana no más allá de cuarenta o cincuenta 
kilómetros, en lugares en los que pretendemos, como dije hace unos minutos, fortalecer nuestros centros 
públicos de empleo, en particular en algunos lugares del departamento de San José, como Ciudad del Plata. 
En dichos lugares se están instalando una serie de empresas importantes a las tres de la tarde se coloca la 
piedra fundamental de una de ellas y necesitamos reforzar nuestros servicios. O sea que nuestro norte es 
brindar el mejor servicio a los ciudadanos que nos pagan los sueldos. Por tanto, disponemos de nuestros 
recursos humanos en función de ese objetivo. Realizamos una propuesta que nos pareció francamente 
razonable y sensata, y luego diría que mostrando, además de sensibilidad, buena voluntad intentamos evaluar 
la posibilidad de que en otras áreas de la Administración Pública hubiera necesidad de contar con abogados. 
Nosotros no los necesitamos en el Ministerio; de haberlos necesitado, los habríamos redistribuido, como 
hicimos en otros casos algunos también eran miembros de la Directiva o suplentes: algunos en la Inspección 
General del Trabajo; otros, en la Dirección Nacional de Coordinación en el Interior o en la Dirección 
Nacional de Empleo. Tomamos contacto, entonces, con algunos Ministros y recogimos una demanda de dos 
de ellos. Entendimos que podíamos tener el gesto de proponer que estos funcionarios desempeñaran tareas 
donde se necesitan. 


En ese momento trasmitimos esta posición a un miembro del Secretariado del PIT-CNT, el señor Gustavo 
Signorelli, que había sido designado a los efectos de colaborar en la mediación en esta situación que se había 
planteado. El día jueves, a la hora 21, nos comunicaron que, en principio, la Directiva del gremio del 
Ministerio había aceptado esta propuesta, pero la iba a trasladar a una asamblea, que se realizaría al día 
siguiente, por lo que nos solicitaron que postergáramos nuestra decisión hasta ese momento, a lo que 
accedimos. Al día siguiente, la asamblea tomó una decisión diferente algo que suele suceder y es democrático 
y resolvió no aceptar nuestra propuesta. Dada esta situación, desde el punto de vista legal nosotros no 
tenemos ninguna obligación de renovar contratos a término que el Ministerio no necesita. Hicimos un 
esfuerzo adicional intentando mantener lo que creíamos así nos fue planteado en la primera reunión que 
mantuvimos con miembros del Secretariado de COFE era la preocupación central de los trabajadores: el 
mantenimiento de la fuente de trabajo. Pero desde la noche del jueves cuando se nos dijo que la Directiva 
había aceptado nuestra propuesta, pero que se iba a someter a una asamblea, cosa que nos pareció razonable 
hubo una persistente denuncia de los trabajadores acusando al Ministerio de represión sindical, de violación 
de los derechos de los trabajadores, y muchas otras cosas que, francamente, no comprendemos. Estos son los 
hechos. 


Nosotros no vamos a modificar nuestra decisión porque entendemos que no corresponde que un funcionario 
mejor calificado sea desplazado por otro por su condición de Presidente del sindicato. Aquí no estamos 
discutiendo nada vinculado con la libertad sindical, sino el funcionamiento del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en tanto organismo público que debe brindar un servicio. Nos gustaría que se planteara 
sobre la mesa cualquier otra actitud que pueda ser catalogada de represión sindical porque francamente nunca 
lo hemos hecho ni lo vamos a hacer. Cada uno tiene su historia y nosotros nos sentimos absolutamente 
tranquilos. 


En la medida en que hemos recibido el rechazo de nuestra propuesta por parte de la asamblea de trabajadores, 
hemos procedido a renovar los contratos de los funcionarios que habíamos decidido renovar. El resto fue la 
búsqueda de una situación que nos permitiera colaborar en algo con la fuente de trabajo de quienes tienen un 
contrato a término que culmina el 31 de marzo. Tal cual está establecido en la Ley de Presupuesto, es 
potestad de cada organismo que estos contratos se renueven o no, en función de las necesidades que tengan 
desde el punto de vista del funcionamiento. Esta es nuestra evaluación de los hechos. 


Ponemos a su disposición todas las evaluaciones; las que tenemos acá las entregaremos ahora y las demás las 
haremos llegar. Asimismo, responderemos todas las consultas que quieran realizar sobre este tema; para 
nosotros es un gusto. 


Hemos mantenido un respetuoso silencio ante una serie de agravios que hemos recibido tanto en lo personal 
como en lo colectivo; no vamos a responderlos. Pero creemos que tenemos una obligación con los 
ciudadanos: hacer un uso apropiado de los recursos públicos porque la gente es la que paga los impuestos y 
nosotros los que cobramos los sueldos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me gustaría que me dijeran cuáles fueron los mecanismos que se 
siguieron para realizar las calificaciones, quién las llevó adelante y si los funcionarios tuvieron 
oportunidad de realizar los descargos. 


SEÑORA VARELA.- Como ustedes sabrán, los contratos a término no tenían previsto régimen de 
calificaciones. Cuando nos dimos cuenta de que íbamos a requerir menos funcionarios de los que se 
había contratado a término eran 111 en el Ministerio de Trabajo, en algunas áreas por el horario y en 
otras por una reducción presupuestaria, procedimos a hacer una redistribución interna. De ninguno de 
los 111 funcionarios contratados a término existían evaluaciones previas. La ley que creó los contratos 
a término no lo determinaba y no existían evaluaciones como las que hay para los funcionarios 
presupuestados. 


Cuando se aprobó la Ley de Presupuesto y el Decreto reglamentario del artículo 55, nos comunicamos con 
todos los supervisores directos que tuvieran bajo su mando a contratados a término y les pedimos descripción 
de las tareas y evaluación del desempeño. En la Dirección General de Secretaría fueron evaluados todos por 
sus supervisores y luego por los Directores, y fue relevada la cantidad de contratos a renovar. Lo mismo 
sucedió en el área de Inspección. El Ministro ya explicó que en el Programa Objetivo Empleo todos fueron 
calificados en forma excelente por lo que se recurrió al concurso. En el caso de la Dirección Nacional de 
Trabajo, los supervisores de carrera del área evaluaron a los funcionarios a través de un acta firmada por los 
cuatro responsables de las áreas. Se hizo un ranking tomando en cuenta esas evaluaciones y el resultado del 
concurso. De allí surgen los cinco abogados con peor ranking, cuyos contratos decidimos no renovar. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero saber los nombres de los funcionarios que calificaron, si los 
funcionarios tuvieron oportunidad de hacer sus descargos, si hubo representación de los trabajadores o 
del sindicato cuando se hicieron las calificaciones, y si se aplicaron por analogía las normas vigentes 
para los funcionarios públicos. 


SEÑORA VARELA.- No se aplicaron por analogía las normas de los funcionarios públicos. De todos 
modos, aclaro que todos los funcionarios públicos primero son evaluados por un superior directo y 
luego hay un tribunal de alzada donde sí hay un representante de los funcionarios. En este caso no se 
trata del mismo sistema de evaluación, ni se siguieron los mismos criterios de evaluación. 


Las evaluaciones fueron realizadas por Adriana Xalambrí, Supervisora del área de conflictos individuales de 
trabajo; Nélida Apud, Supervisora del área de audiencias de los conflictos individuales de trabajo; Jocelyn 
Sánchez, Asesora del Director Nacional de Trabajo, y por la doctora Rosario Ferreira, Directora de la 
División Consultas. Se trata de cuatro funcionarias de carrera del Ministerio que tuvieron en cuenta para 
realizar la calificación criterios de aptitud, cantidad de trabajo y cumplimiento de las normas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Cuando se calificó la cantidad de trabajo, ¿se tomó en cuenta que, 
eventualmente, la Presidenta del gremio estaba con licencia sindical? 


SEÑORA VARELA.- Creo que el 7 de diciembre se realizaron las elecciones del gremio, y el 17 se nos 
comunicaron los nombres de los integrantes del gremio. Como Directora General de Secretaría me 
compete autorizar las licencias sindicales, por lo que puedo decir que los pedidos de licencia sindical de 
la Presidenta del gremio fueron muy pocas. Realmente no existió abuso y le firmé muy pocos días de 
licencia sindical a la Presidenta. 


Supongo que sus supervisores habrán tenido en cuenta la cantidad de asistencias en su lugar habitual de 
trabajo. 


Insisto en que no pidió muchos días de licencia sindical, porque el 17 de diciembre se nos comunicó que 
había sido electa Presidenta del gremio. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Es decir que la Presidenta optó por seguir trabajando, pese a que 
pudo haber pedido licencia sindical. 


SEÑORA VARELA.- Eso es opinable. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero saber si tuvo oportunidad de recurrir la calificación o si, por lo 
menos, la vio en algún momento. 


SEÑORA VARELA.- Ya expliqué que el sistema de calificación no es igual que en el caso de los 
funcionarios presupuestados. 


Los criterios de evaluación que se tomaron en cuenta, así como los resultados del ranking eso es objetivo 
porque es el resultado del concurso los comunicaba cada Director a cada funcionario cuyo contrato se había 
decidido no renovar con las explicaciones de por qué había sido calificado de esa forma, por qué sentía que 
su rendimiento no había sido del todo satisfactorio o que había sido menos satisfactorio que el de 
funcionarios que fueron mejor calificados. 


Insisto en que aplicamos este procedimiento para ser justos; ni la ley ni el decreto nos exigían calificar a los 
funcionarios contratados a término. Por lo tanto, los pasos que se siguieron en esas calificaciones fue llamar a 
cada funcionario cuyo contrato se había decidido no renovar y darle personalmente las explicaciones de sus 
calificaciones. 


SEÑOR PUIG.- Voy a repetir los mismos conceptos que vertí esta mañana, cuando concurrieron los 
trabajadores: voy a tratar de ubicarlos en la situación concreta y en el contexto; si bien ahora no se 
han hecho muchas referencias al contexto, hoy sí se hicieron algunas y quiero analizarlas 


En primer lugar, parto de la base de la correcta intencionalidad de este equipo del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y no me estoy basando únicamente en simpatías personales. A partir de marzo de 2005 en 
este país existe una situación distinta en materia de negociación colectiva, que se basa en el respeto de las 
libertades sindicales, algo que durante mucho tiempo no existió en este país. 


Quiero hacer referencia a algunas situaciones, que no nombro porque me haya visto involucrado, sino porque 
fueron de pública notoriedad. El 6 de diciembre de 1996, en el despacho de la señora Ministra de Trabajo y 
Seguridad Social, conjuntamente con la dirección de Gaz de France, se decide despedir a 33 dirigentes 
sindicales, prácticamente toda la Comisión Directiva del sindicato del gas y el Plenario de Delegados. Esta 


situación se mantuvo durante diez años y, lamentablemente por eso me congratulo de las posiciones que 
alcanzamos en conjunto esta mañana, no logramos entonces que el Parlamento se interesara siquiera por la 
situación de todo un sindicato que era despedido, desconociendo las más elementales normas de libertad 
sindical. Esta fue la actitud de la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social y de una empresa privada, 
que realmente tuvo un papel lamentable en el país. 


Estamos en un contexto diferente, basado en el respeto de las libertades sindicales lo voy a decir tal cual lo 
pienso, sin ninguna cortapisa, y por eso creo que la posición que asume el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social es un error, porque no se puede negar que en esta situación se lesionarían los derechos de integrantes 
de una dirección sindical. No digo esto porque piense que los dirigentes sindicales deban tener privilegios, 
sino porque mantener la posibilidad del desarrollo pleno de las actividades sindicales hace al derecho del 
conjunto de los afiliados a un sindicato y al conjunto de los trabajadores. 


Por eso, tal como lo planteé esta mañana, proponemos la conformación de un ámbito de negociación donde 
esta Comisión pueda dar una mano, porque consideramos que podemos llegar a una solución. 


El martes conversamos con el señor Ministro porque COFE y el PIECNT nos informaron que había trece 
personas que estarían quedando fuera del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. El señor Ministro nos 
explicó que una de ellas, por diferentes motivos, se excluía de esa lista. Le planteamos rever esa situación 
para que se le renovara el contrato a todos los trabajadores. 


El miércoles, estando en Rivera, nos comunicamos nuevamente con el señor Ministro, y nos dijo que se había 
avanzado para renovar el contrato a doce trabajadores que en principio estaban afuera, lo que consideramos 
un paso importante. 


Entonces, si existe esa voluntad, debemos trabajar para que haya un paso posterior y que los trabajadores 
sean distribuidos dentro del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Hago esta propuesta porque, independientemente de que el Ministerio esté de acuerdo está en su derecho, 
creo que este elenco del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el anterior el que asumió en 2005 han 
demostrado que las libertades sindicales han constituido una preocupación permanente de estos dos 
gobiernos. 


Por eso proponemos instalar este ámbito de negociación para resolver este problema, porque es un 
sentimiento común de esta Comisión. 


Quería expresar esto en este contexto porque creo que hay un antes y un después en las relaciones laborales 
en este país a partir de marzo de 2005. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me congratulo de pertenecer al 
Frente Amplio; es una fuerza política democrática y, por tanto, tenemos el derecho a tener matices y 
visiones distintas. Me parece muy respetable la opinión de mi compañero, señor Diputado Puig, pero 
quiero aclarar algo para que no se malinterprete. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— Con respecto a lo que decía el señor Diputado Puig, comparto que hay un escenario totalmente distinto 
a partir de 2005 y que existe, entre otras cosas, una ley de protección de la libertad sindical que aprobamos en 
este Parlamento en el Período pasado y que, en opinión de nuestros abogados, es una herramienta que está 
disponible y que debería ser utilizada cuando se tiene convicción como se ha manifestado públicamente, a 
través de múltiples medios de prensa de que existe una situación de afectación de la libertad sindical. De 
hecho, en el Período anterior hubo varios casos no recuerdo cuántos en los cuales los trabajadores fueron 
repuestos en su lugar de trabajo, habiéndose comprobado despidos por persecución sindical. Nosotros 
querríamos que se utilizara esta herramienta. Francamente, hemos negociado mucho; hace un rato hice un 
relato contando de dónde partimos y adónde llegamos, pero no hemos encontrado la misma voluntad de 
diálogo del otro lado. 


Estamos en una negociación casi permanente desde hace, por lo menos, diez días. El viernes, el PPE.CNT nos 
comunicó que mantenían la posición que habíamos acordado en ocasión de la negociación que se produjo el 
jueves, en la que se aseguraba el mantenimiento de las fuentes de trabajo para todos los trabajadores. El 
Secretariado del PIT-CNT entendía que se había cumplido con lo que se había establecido como objetivo 
prioritario. Esto nos fue comunicado formalmente por el Secretariado del PP.CNT. Obviamente, tanto COFE 
como el sindicato del Ministerio han seguido adelante. 


Nosotros creemos que hay que hacer uso de las herramientas legales disponibles; para nosotros es una 
tranquilidad. Querríamos que al respecto hubiera un fallo judicial. Sería absolutamente contradictorio que 
tuviéramos la posibilidad de redistribuir, y luego de haber hecho todo el esfuerzo de hacerlo, no solo dentro 
del Ministerio sino también en otros, tuviéramos que mantener funcionarios que no necesitamos. Creemos 
que eso también debe ser parte de una nueva visión del rol del Estado, que implica que sea eficaz a la hora de 
atender las demandas de los ciudadanos y que todos seamos responsables, en el acierto o en el error. 
Admitimos la posibilidad de estar equivocados, pero este ha sido nuestro diagnóstico y no encontramos, aun 
con la mejor buena voluntad, la posibilidad de dialogar sobre la base de que estos funcionarios se mantengan 
en el Ministerio, en el que ni siquiera tenemos lugar para que desarrollen su función y, además, nuestras 
necesidades claramente son otras. 


El Ministerio de Trabajo como lo sabrá el Diputado Iturralde, que seguramente conoce la Cartera más que yo 
tiene carencia de otra clase de recursos humanos. Aspiramos a fortalecer el área del Observatorio del 
Mercado de Trabajo. Creemos que nosotros debemos ser una referencia fundamental en materia de mercado 
de trabajo en un país donde cada vez hay información más sustanicial a la hora de tomar decisiones para los 
actores: los trabajadores, los empresarios, el Gobierno. Hay otro perfil de funcionarios que necesitamos, y la 
verdad es que queremos trabajar con la máxima responsabilidad. Para nosotros habría sido facilísimo tomar 
una decisión distinta y poner unos funcionarios acá y otros allá; nos habríamos ahorrado el conflicto, esta 
discusión y páginas de diarios y comentarios en las radios. Pero soy de la idea de que cuando uno hace algo 
con convencimiento, debe mantener su posición. Además, hay garantías para aquellos funcionarios que 
entiendan que existe persecución sindical y quieran recurrir al marco legal disponible. Si hubiera una 
resolución judicial en este sentido, obviamente nosotros daríamos cumplimiento absoluto y riguroso a esa 
disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero trasmitir al Ministro que el espíritu de esta Comisión es que el 
Ministerio no puede ser Juez y parte. Por eso esta Comisión se ofrecía como interlocutora, como 
mediadora, en este conflicto en el que el Ministerio actúa en doble sentido. 


Vamos a estar en contacto con el señor Ministro para que la próxima reunión pueda realizarse a la brevedad 
posible. 


SEÑOR OLIVERA.- Me siento gratamente satisfecho por las explicaciones que ha hecho el Ministerio. 
Quisiera mencionar algunas cosas que ratifican la línea seguida y la buena conducta. Una de ellas es 
haber hecho esfuerzos por preservar empleos cuando no tenían por qué hacerlo. Mantener el empleo 
de un dirigente sindical cuando se tiene un contrato a término sería una violación al derecho de todos 
los trabajadores y un mal uso del poder: porque es dirigente se queda y los que no lo son, se van. De 
esa manera estaríamos actuando con injusticia. Si se hubiera procedido de esta manera tendría dudas 
de la actuación del Ministerio, pero esto me ratifica la buena conducta, el buen criterio, los esfuerzos 
que ha hecho el Ministerio y los que va a seguir haciendo en bien de la convivencia pacífica; también 
me ratifica que los fiscalizadores y los controladores no necesitan quien los controle porque saben 
ejercer el control hacia afuera y hacia adentro. Eso me deja doblemente gratificado y me ratifica cada 
vez más la confianza en quienes tienen la compleja tarea de llevar adelante estos criterios. Estoy 
totalmente satisfecho con su actuación. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Según tengo entendido, en el Centro de Conciliación de Conflictos 
Individuales de Trabajo se está dando hora para dentro de cuarenta y cinco días. Me gustaría saber si 
es así y, además, si el Director de este Centro, el doctor Santoro, considera que no se necesitan más 
funcionarios. 


Ha quedado claro que los funcionarios no tuvieron posibilidad de hacer sus descargos. 


También ha quedado claro que de los 111 funcionarios contratados que había, solo dos Presidente y suplente 
del Presidente del sindicato se tienen que ir cuando, en vez de haber trabajado, podrían haber dicho: "Tomo la 
licencia sindical y, por consiguiente, me evito la calificación”. También sucedieron algunos episodios un poco 
complejos el día viernes pero no estamos con tiempo para analizarlos. A mí no me satisfacen en lo más 
mínimo las respuestas y me parece que esto hay que seguirlo. Creo que es un caso que empieza con ciento 
once y termina con el Presidente y su suplente. Además, se habló de la necesidad de funcionarios en el 
interior y de fortalecer otros casos. Es muy difícil creer que de ciento once terminen yéndose la Presidenta y 
su suplente que, justamente, no podrán ejercer la función sindical. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.-No es cierto que terminemos con el 
Presidente y su suplente. Son trece funcionarios, ahora once, en virtud del cambio al que hacíamos 
referencia recién. Además, hay integrantes de la dirección del sindicato que quedan en el Ministerio. 
Francamente, me parece que esto es bastante claro. No ofrece mucha duda que no estamos dejando dos 
dirigentes sindicales afuera. En primer lugar, la verdad es que no estamos dejando afuera a nadie. En 
segundo término, no son los números que el señor Diputado Iturralde Viñas maneja; tampoco hace 
mención a los funcionarios integrantes de la directiva del sindicato cuyos contratos fueron renovados 
porque se entendía que correspondía. Por último, me gustaría muchísimo saber qué pasó el viernes, 
porque yo estuve todo el día en el Ministerio y no tengo referencias al respecto. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Representantes del sindicato fueron retirados por un portero. Está 
grabado donde dice que, por orden de la doctora Varela, no pueden permanecer en los pasillos. 
Además, había una "chanchita" como se decía en mi época con diez funcionarios evitando cualquier 
incidente; no sé si se pensaba que habría un atentado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El sindicato; realmente, lo 
desconozco. Francamente, no comprendo por qué recurrir a personal policial; lo hacemos 
habitualmente cuando hay movilizaciones de otros sindicatos. 


SEÑOR OLIVERA.- Que la Presidenta del sindicato estuviera con licencia, ¿determina que se 
prorrogue el contrato el día de su vencimiento? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No, señor Diputado. 


Todos tenemos compromisos pero no hay nadie más interesado que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social en aclarar estos temas, lo cual vamos a realizar públicamente a partir de esta instancia. Hemos 
guardado un silencio respetuoso pero a partir de este momento vamos a hacer públicas nuestras decisiones 
porque entendemos que, francamente, se está cometiendo una profunda injusticia respecto a las 
determinaciones que hemos tomado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reiteramos la invitación para reencontrarnos a la brevedad. 

Esperamos que se recoja el planteamiento de los funcionarios del Frigorífico Melilla. 

SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El tema del Frigorífico Melilla ha sido 
considerado en la Comisión de Seguridad Social porque, claramente, es un tema que le compete. No 


tengo inconveniente en tratarlo aquí pero deberían evaluarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo recogemos porque es un planteamiento de los funcionarios en el sentido de 
que está detenido y demorado en el seno del Ministerio. 


Agradecemos vuestra presencia y coordinaremos otra reunión a la brevedad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


